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2017. Año del Centenario de las Constituciones Mexicana y Mexiquense de 1917”. 

 
Toluca de Lerdo, México, a 05 de mayo de 2017. 

 

C. DIPUTADO SECRETARIO 

DE LA DIPUTACIÓN PERMANENTE  

DE LA H.  "LIX" LEGISLATURA 

DEL ESTADO DE MÉXICO 
PRESENTE 

 

En ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 51 fracción I y 77 fracción V de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, se somete a la consideración de esa H. 

Legislatura, por el digno conducto de ustedes, la Iniciativa de Decreto por el que se expide la Ley del 
Sistema Anticorrupción del Estado de México, la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado 

de México y Municipios, la Ley Orgánica del Tribunal d Justicia Administrativa del Estado de México y 

se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de la Fiscalía General de Justicia 

del Estado de México, de la Ley de Fiscalización Superior del Estado de México, de la Ley Orgánica de 

la Administración de Pública del Estado de México y del Código Penal del Estado de México cuya 

motivación tiene sustento en la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

En atención al decreto publicado el 27 de mayo de 2015, a través del cual se reformó el artículo 113 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido que se estableció el 
Sistema Nacional Anticorrupción, toda vez que el transitorio cuarto de dicha reforma constitucional, 

previó que las Legislaturas de los Estados deberían expedir las leyes y realizar las adecuaciones 

normativas necesarias dentro de los ciento ochenta días siguientes a la entrada en vigor de las Leyes 

Generales relacionadas con el aludido Sistema Nacional. 

 

Por ende, el 18 de julio de 2016, se publicó el Decreto en el Diario Oficial de la Federación, por el que 
se expide la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas, la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la Ley de 

Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación y se reforma el Código Penal Federal, la Ley 

Orgánica de la Procuraduría General de la República y la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal, entrando en vigor el 19 de julio de 2016, a excepción de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, que tendrá su vigencia el 19 de julio de 2017. 

 

Sin que sea óbice mencionar que en el plano internacional, el Estado Mexicano ha suscrito tres 

convenciones internacionales anticorrupción, a través de las cuales se ha comprometido a cumplir 

con los compromisos que éstas establecen, tales como son: la Convención de la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económico para Combatir el Cohecho de Funcionarios Públicos 
Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales, la Convención Interamericana contra la 

Corrupción y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, instrumentos 

internacionales que desde luego, contribuyen a sustentar las iniciativas y planes de acción 

anticorrupción de las instituciones gubernamentales y del sector privado en el país. 

 
En ese orden de ideas, en observancia al orden constitucional y convencional que rige al Estado de 

México y atendiendo a su Plan de Desarrollo 2011-2017, que establece entre sus objetivos lograr una 

función pública más eficiente en términos de tiempo de servicio y capacidad de respuesta, mejorando 

el acceso a la transparencia, pero sobre todo la legalidad de sus actos a través de la actualización del 

marco normativo para que en pleno respeto de la esfera de competencia del Poder Legislativo, se 

propongan e impulsen las reformas normativas al marco institucional de manera que se puedan 
enfrentar los distintos retos de la realidad actual, dando vigencia en todo momento al Estado de 

Derecho que debe prevalecer en nuestra Entidad. 
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Asimismo, dicho Plan de Desarrollo, también advierte que, para conformar una sociedad protegida, es 

necesario contar con un entorno de seguridad y Estado de Derecho, a través de estrategias de 
prevención del delito, combate a la delincuencia y evitar la corrupción de las instituciones de 

seguridad y justicia. Así también es indispensable salvaguardar la integridad física, los derechos y el 

patrimonio de las y los mexiquenses en aras de preservar las libertades, el orden y la paz social. 

 

Por lo que el Estado de México, oportunamente y en cumplimiento al orden constitucional, a través 

del decreto contenido en el periódico oficial “Gaceta del Gobierno”, publicó el 24 de abril de 2017 la 
reforma a nuestra Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, respecto de la 

adecuación del orden legislativo de la Entidad al aludido Sistema Nacional Anticorrupción, que tuvo 

como finalidad prever un nuevo modelo institucional orientado a mejorar los procedimientos de 

prevención, investigación y sanción de actos de corrupción, con mecanismos de asignación de 

responsabilidades basados en certeza, estabilidad y ética pública, con procedimientos de investigación 
sustentados en el fortalecimiento de las capacidades y la profesionalización de los órganos facultados 

para llevarlas a cabo, sin confundirlas con las funciones propias del control interno y la fiscalización. 

 

Lo anterior, tomando en consideración que la corrupción es una plaga insidiosa que tiene un amplio 

espectro de consecuencias corrosivas para la sociedad, socava la democracia y el Estado de Derecho, 

da pie a violaciones de los derechos humanos, distorsiona los mercados, menoscaba la calidad de vida 
y permite el florecimiento de la delincuencia organizada, el terrorismo y otras amenazas a la seguridad 

humana. 

 

Por ende, el Gobierno del Estado de México, consciente que la corrupción socava la legitimidad de las 

instituciones públicas, atenta contra la sociedad, el orden moral y la justicia, así como contra el 
desarrollo integral de los pueblos, es inminente ejercer acciones coordinadas y eficaces para combatir, 

prevenir e investigar actos de corrupción. 

 

Por lo anterior, resulta necesaria la armonización y creación de diversos ordenamientos legales 

estatales, a efecto de brindar vigencia a la creación de los sistemas estatal y municipal anticorrupción, 

siendo dichos ordenamientos materia de la presente iniciativa, los siguientes: 
 

La expedición de la Ley del Sistema Estatal Anticorrupción, la cual será de orden público y de 

observancia general en todo el territorio del Estado de México y tendrá por objeto establecer las bases 

de coordinación entre el Estado y los Municipios para el funcionamiento de los Sistemas 

Anticorrupción, de conformidad con lo dispuesto con la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México y la Ley General del 

Sistema Nacional Anticorrupción, para que las autoridades estatales y municipales competentes 

prevengan, investiguen y sancionen las faltas administrativas y los hechos de corrupción. 

 

Teniendo como objetivos dicha Ley, establecer mecanismos de coordinación entre los diversos órganos 

de combate a la corrupción en el ámbito federal, estatal y municipal, implementar las bases para la 
prevención de hechos de corrupción y faltas administrativas en el Estado y sus Municipios, así como 

las bases para la emisión de políticas públicas integrales en el combate a la corrupción, así como en la 

fiscalización y control de los recursos públicos. También, a través de la Ley en cita se determinarán 

las directrices básicas que definan la coordinación de las autoridades competentes estatales y 

municipales para la generación de políticas públicas en materia de prevención, detección, control, 
sanción, disuasión y combate a la corrupción. 

 

Asimismo, se regulará la organización y funcionamiento del Sistema Estatal y Municipal 

Anticorrupción, su Comité Coordinador y su Secretaría Ejecutiva ésta última en caso del nivel estatal, 

así como establecer las bases de coordinación entre sus integrantes, principios y procedimientos para 

la organización y funcionamiento del Comité de Participación Ciudadana. Se establecerán las bases y 
políticas para la promoción, fomento y difusión de la cultura de integridad en el servicio público, así 

como de la rendición de cuentas, de la transparencia, de la fiscalización y del control de los recursos 
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públicos. 

 

También en dicho ordenamiento se regularán las bases del Sistema Estatal de Fiscalización y las 
directrices básicas para crear e implementar sistemas electrónicos para el suministro, intercambio, 

sistematización y actualización de la información que generen las instituciones competentes estatales 

y municipales, acorde al ordenamiento nacional. 

Contando dicha ley con diez capítulos, el primero contendrá disposiciones generales como son 

definiciones de los principales términos contenidos y sus objetivos, en el capítulo segundo se 

abordarán los principios rectores que los entes públicos estarán obligados a respetar, a efecto de crear 
y mantener condiciones estructurales y normativas que permitan el adecuado funcionamiento del 

Estado en su conjunto y la actuación ética y responsable de cada servidor público. 

 

Asimismo, en el capítulo tercero se establece la estructura y finalidad del Sistema Estatal 

Anticorrupción, en los capítulos cuarto y quinto, se abordará la definición, facultades, integración, del 
Comité Coordinador, Comité de Participación Ciudadana, por su parte en el capítulo sexto en la 

sección primera se estipula la organización y funcionamiento de la Secretaría Ejecutiva del Sistema 

Estatal Anticorrupción, en la sección segunda se establece la integración y funciones de la Comisión 

Ejecutiva, en la sección tercera se regula la figura de secretario técnico. 

 

En el capítulo séptimo, se define y se establece la integración y funciones del Sistema Estatal de 
Fiscalización, en el capítulo octavo se norma el funcionamiento de la Plataforma Digital, en el capítulo 

noveno, se regulan las recomendaciones del Comité Coordinador. 

 

Por último, en el capítulo décimo se establece la creación del Sistema Municipal Anticorrupción, 

siendo el Estado de México pionero en la implementación de dicho sistema, que será la instancia de 
coordinación y coadyuvancia con el Sistema Estatal Anticorrupción, que concurrentemente tendrá por 

objeto establecer principios, bases generales, políticas públicas y procedimientos en la prevención, 

detección y sanción de faltas administrativas y hechos de corrupción, así como coadyuvar con las 

autoridades competentes en la fiscalización y control de recursos públicos en el ámbito municipal.  

 

Cabe hacer mención que la implementación de dicho sistema a nivel municipal, lo motiva la necesidad 
de llegar a la división administrativa más pequeña del Estado, toda vez que la corrupción en el 

municipio puede ser la más perjudicial, en virtud de la discrecionalidad que poseen las autoridades 

municipales para interpretar los trámites a su juicio y conveniencia, dándole el poder al servidor 

público para determinar si realiza o no el trámite a quien se lo está requiriendo, por ende, en el 

capítulo décimo de la Ley en cita, se regula la forma en la que operará dicho Sistema Municipal, cuyas 
funciones serán la coordinación y coadyuvancia con el Sistema Estatal Anticorrupción. 

 

Así mismo, en virtud de la diversificación de los municipios que integran el territorio estatal con 

relación a su infraestructura, se establece la integración solamente de un Comité Coordinador, 

solamente conformado por el titular de la contraloría municipal, de la unidad de transparencia y 

acceso a la información del municipio y un representante del Comité de Participación Ciudadana, 
quien lo presidirá. 

 

Ahora bien, a efecto de evitar que la implementación de un sistema anticorrupción a nivel municipal 

eventualmente pueda complicar la efectividad del Sistema Estatal, se establece que el Comité 

Coordinador de cada municipio rendirá un informe anual al Comité Coordinador del Sistema Estatal 
Anticorrupción de las acciones realizadas, las políticas aplicadas y del avance de éstas con respecto 

del ejercicio de sus funciones, además informar al mismo Comité de la probable comisión de hechos 

de corrupción y faltas administrativas para que en su caso, emita recomendaciones no vinculantes a 

las autoridades competentes, a fin de adoptar medidas dirigidas al fortalecimiento institucional para 

la prevención y erradicación de tales conductas. 

 
De lo anterior, se desprende que lejos de que el Sistema Municipal Anticorrupción obstruya al Sistema 

Estatal, representará una importante instancia de coadyuvancia y enlace a efecto de erradicar la 
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corrupción en los Municipios. 

 

En otro orden de ideas, también se expide la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de 
México y Municipios, que será de orden público y de observancia general en el Estado de México y 

tendrá por objeto distribuir y establecer la competencia de las autoridades para determinar las 

responsabilidades administrativas de los servidores públicos, sus obligaciones, las sanciones 

aplicables por los actos u omisiones en que éstos incurran y las que correspondan a los particulares 

vinculados con faltas administrativas graves, así como los procedimientos para su aplicación. 

 
En virtud de lo anterior y en aras de adecuar el ordenamiento local al federal, en la referida ley se 

establecen los principios y obligaciones que rigen la actuación de los servidores públicos y los 

particulares al igual que determinar los mecanismos para la prevención, corrección e investigación de 

responsabilidades administrativas creando las bases para que todo ente público establezca políticas 

eficaces de ética pública y responsabilidad en el servicio público. 
 

Particularmente, dentro de la referida Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México 

y Municipios en el libro primero, título primero, capítulo primero, se abarcará el objeto, ámbito de 

aplicación y sujetos de la Ley, los cuales se considerarán a los servidores públicos de la 

administración pública estatal y municipal, aquellas personas que habiendo fungido como servidores 

públicos se encuentren en alguno de los supuestos establecidos en la presente Ley, así como los 
particulares vinculados con faltas administrativas graves. 

 

En el capítulo segundo, se establecerán los principios y directrices que rigen la actuación de los 

servidores públicos, por su parte el capítulo tercero establece las autoridades competentes para la 

aplicación de la referida ley. 
 

Por otra parte, el título segundo del capítulo de referencia, regula los mecanismos de prevención e 

instrumentos de rendición de cuentas, abarcando el capítulo primero los mecanismos generales de 

prevención, el capítulo segundo, tratará de la integridad de las personas jurídicas colectivas, el 

capítulo tercero, abarcará los instrumentos de rendición de cuentas, regulándose en la sección 

primera del sistema de evolución patrimonial, declaración de intereses y constancia de presentación 
de declaración fiscal, la sección segunda, comprenderá los sujetos obligados a presentar declaración 

de situación patrimonial y de intereses, la sección tercera, regulará los plazos y mecanismos de 

registro en el sistema de evolución patrimonial, de declaración de intereses y constancia de 

presentación de declaración fiscal, sección cuarta, tratará de la declaración de intereses, la sección 

quinta, del régimen de los servidores públicos que participan en contrataciones públicas, la sección 
sexta del protocolo de actuación en contrataciones. 

 

Además en el título tercero, se regularán las faltas administrativas de los servidores públicos y actos 

de particulares vinculados con faltas administrativas graves, abarcando el capítulo primero las faltas 

administrativas no graves de los servidores públicos, en el capítulo segundo, se regulan las faltas 

administrativas graves de los servidores públicos, en sus secciones primera, segunda, tercera, cuarta 
quinta sexta, séptima, octava, novena décima, décima primera, décima segunda, se regulará al 

cohecho, peculado, desvío de recursos, utilización indebida de información, abuso de funciones, 

actuación bajo conflicto de interés, contratación indebida, enriquecimiento oculto u ocultamiento de 

conflicto de intereses, tráfico de influencias encubrimiento, desacato, obstrucción de la justicia. 

 
Por otra parte, en el capítulo tercero, se regulan los actos de particulares vinculados con faltas 

administrativas graves, en las secciones primera, segunda, tercera, cuarta, quinta, sexta, séptima, 

octava, se abordarán: el soborno, participación ilícita en procedimientos administrativos, del tráfico de 

influencias para inducir a la autoridad, de la utilización de información falsa, de la obstrucción de 

facultades de investigación, de la colusión, del uso indebido de recursos públicos y de la contratación 

indebida de ex servidores públicos así como en el capítulo cuarto se regulará las faltas de particulares 
en situación especial y el capítulo quinto de la prescripción de la responsabilidad administrativa. 
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El título cuarto, establece las sanciones, abarcando en el capítulo primero sanciones por faltas 

administrativas no graves, el capítulo segundo sanciones para los servidores públicos por faltas 

administrativas graves, en el capítulo tercero, sanciones por faltas de particulares, capítulo cuarto 
disposiciones comunes para la imposición de sanciones por faltas administrativas graves y faltas de 

particulares, la sección sexta de los incidentes, en la sección séptima de la acumulación, en la sección 

octava de las notificaciones, la sección novena de los informes de presunta responsabilidad 

administrativa, en la sección décima, trata de la improcedencia y el sobreseimiento, la sección décimo 

primera, regulará lo relacionado con las audiencias, la sección décima segunda regulará las 

actuaciones y resoluciones. 
 

El capítulo segundo, establecerá el procedimiento de responsabilidad administrativa ante la secretaría 

y órganos internos de control, el capítulo tercero abordará del procedimiento de responsabilidad 

administrativa cuya resolución corresponda a los tribunales, en su sección primera trata respecto de 

la revocación, en la sección segunda, se abordara de la reclamación, en la sección tercera de la 
apelación, en la sección cuarta de la revisión, en el capítulo cuarto, se abordará de la ejecución, en su 

sección primera se regulará con relación al cumplimiento y ejecución de sanciones por faltas 

administrativas no graves, en la sección segunda, respecto del cumplimiento y ejecución de sanciones 

por faltas administrativas graves y faltas de particulares. 

 

El libro segundo de las disposiciones adjetivas se estructura en dos libros, el primero de la 
investigación y calificación de las faltas graves y no graves conformado por cuatro capítulos relativos 

al inicio de la investigación, la investigación, la calificación de faltas administrativas y su 

impugnación. 

 

En esta tesitura, el título segundo del procedimiento de responsabilidades administrativas cuenta con 
cuatro capítulos referentes a las disposiciones comunes, del procedimiento de responsabilidad ante la 

Secretaría de la Contraloría y los Órganos Internos de Control, del procedimiento de responsabilidad 

administrativa ante el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México y de la ejecución.  

 

En el libro tercero se regula el juicio político, en su título único el objeto, sujetos y procedimientos del 

juicio político, en el capítulo primero se regula con relación a los sujetos, causas del juicio político y 
sanciones, en el capítulo segundo se establecen los procedimientos en el juicio político, en el capítulo 

tercero se establece la declaración de procedencia por responsabilidad penal, en el capítulo cuarto se 

establecen disposiciones comunes. 

 

Por otra parte, se crea la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, a 
efecto de dar cumplimiento al mandato constitucional e instituir al Tribunal de Justicia 

Administrativa como uno de los pilares del Sistema Estatal Anticorrupción, mediante la creación de 

una Sección de Sala Superior y de Salas Especializadas en materia de responsabilidades 

administrativas de los servidores públicos, con atribuciones para conocer y sancionar las 

responsabilidades administrativas graves de los servidores públicos, así como las de los particulares 

vinculados con dichas faltas. 
 

También, a través de la presente Iniciativa se propone reformar la denominación del Capítulo Décimo 

Segundo y el artículo 49 y se adicionan el artículo 32 Bis, las Secciones Primera que trata del órgano 

interno de control y Segunda que versará sobre la regulación de la Visitaduría General al capítulo 

décimo segundo y sus artículos 49, 49 Bis y 49 Ter de la Ley de la Fiscalía General de Justicia del 
Estado de México, a efecto de crear la Fiscalía Anticorrupción y puntualizar sus atribuciones, 

asimismo, se establece que dicha Fiscalía contará con las unidades administrativas necesarias para el 

desempeño de sus funciones conforme al Reglamento de esta Ley que al efecto emita el Fiscal General 

y la normatividad interna de la Fiscalía. 

 

Además, a fin de fortalecer la política institucional homologada de combate al delito, se faculta al 
Fiscal General para nombrar y remover libremente al titular de la Fiscalía Anticorrupción en los 

términos señalados por la Constitución Política Local. 



 

 
LEY DEL SISTEMA ANTICORRUPCIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS 

6 

 

Por otra parte, en aras que el Estado de México sea congruente con la reforma federal y estatal en 

materia de fiscalización, es necesario reformar la Ley de Fiscalización Superior del Estado de México, 
publicada en el periódico oficial “Gaceta del Gobierno”, el 26 de agosto de 2004, cuyo objeto es 

establecer disposiciones para fiscalizar, auditar, revisar, substanciar, resolver y sancionar las cuentas 

y actos relativos a la aplicación de los fondos públicos del Estado y de los Municipios, así como los 

fondos públicos federales en los términos convenidos con dicho ámbito, asimismo, regular la 

organización, funcionamiento y atribuciones del órgano encargado de la aplicación de dicha Ley. 

 
Dicha reforma a la Ley de Fiscalización Superior del Estado de México contendrá los puntos 

siguientes:  

 

• Perfeccionar su objeto a fin de regir la actuación del Órgano Superior de Fiscalización del 

Estado de México, como la Entidad Estatal de Fiscalización en términos de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, 

competente en materia de revisión y fiscalización de los fondos, cuentas y deudas públicas y actos 

relativos a la aplicación de los recursos públicos de las entidades fiscalizables del Estado de México, 

asimismo, regular su organización, funcionamiento y atribuciones, incluyendo aquéllas que se 

establezcan en otras leyes aplicables.   

 
• Desarrollar la función de fiscalización conforme a los principios de legalidad, definitividad, 

imparcialidad, confiabilidad y de máxima publicidad y fiscalizar las acciones del Estado y Municipios 

en materia de fondos, recursos estatales y deuda pública de conformidad con las leyes aplicables.  

 

• Otorgar al Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México, entre otras atribuciones, las 
de entregar a la Legislatura del Estado de México, además de los informes de resultados, los informes 

de auditorías derivados de denuncias y solicitudes de la misma, ejercer las atribuciones previstas en 

la legislación relativa a los sistemas nacional, estatal y municipales anticorrupción, fiscalizar la 

adquisición, enajenación y arrendamiento de bienes, la contratación de servicios de cualquier 

naturaleza, que realicen las entidades fiscalizables, así como de manera coordinada con la Auditoría 

Superior de la Federación o de manera directa las participaciones federales. 
 

• Establecer que el Auditor Superior durante sus ausencias temporales será suplido por los 

auditores especiales. 

 

• Hacer extensivas a los auditores especiales, las prohibiciones que tiene el Auditor Superior en el 
ejercicio de su cargo.  

 

• Precisar como facultades genéricas de los Auditores Especiales, entre otras, la de solicitar en su 

caso, la información necesaria para el cumplimiento de sus atribuciones, formular las 

recomendaciones que deriven de los resultados de la revisión de los programas a cargo del Estado y de 

los Municipios, los cuales se notificarán a las entidades fiscalizables y los proyectos de informes de 
resultados, así como los demás documentos inherentes a sus atribuciones. 

 

• Facultar a la Unidad de Asuntos Jurídicos para substanciar el procedimiento de 

responsabilidad administrativa que proceda y remitirlo, en su caso, al Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de México, conforme a lo previsto en la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas y la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios. 

 

• Promover el procedimiento de responsabilidad administrativa ante el Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de México, con el objeto de resarcir el monto de los daños y perjuicios 

estimables en dinero que se hayan causado a la Hacienda Pública Federal o, en su caso, al patrimonio 

de las entidades fiscalizables y en consecuencia derogar el Capítulo Tercero, denominado del 
Procedimiento de Fincamiento de Responsabilidades Resarcitorias. 
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• Establecer que incurren en responsabilidad resarcitoria los servidores públicos de la entidad 

fiscalizable o quienes hayan dejado de serlo o las personas físicas o jurídicas colectivas que reciban, 

administren o manejen recursos del erario y quienes no manejen recursos cuyos actos u omisiones 
causen daño y/o perjuicio a las haciendas públicas o al patrimonio de las demás entidades 

fiscalizables, los cuales serán fijados en cantidad líquida. 

 

• Aumentar el plazo para resolver el recurso de revisión de 30 a 45 días hábiles. 

También, se propone adicionar y reformar diversas fracciones del artículo 38 bis de la Ley Orgánica de 

la Administración de Pública del Estado de México, a efecto de dotar a la Secretaría de la Contraloría 
del Estado de México con las facultades que le permitan garantizar su participación en la 

implementación y operación de los Sistemas Estatal y Municipal Anticorrupción, para permitir lograr 

sus objetivos. 

 

Por lo anterior, a través de la presente iniciativa, también se propone reformar y adicionar diversas 
disposiciones del Código Penal de nuestra entidad, en específico se adiciona el artículo 11 bis y 356, 

en los cuales se estipulan los casos de procedencia, sanciones, y atenuantes, en delitos cometidos por 

empleados, prestadores de servicios, miembros o representantes de una persona moral o jurídico 

colectiva de cualquiera clase. 

 

Las personas morales o jurídico colectivas, a la luz de un nuevo sistema de justicia penal de corte 
acusatorio, dejan de representar una ficción del derecho, para ser una realidad jurídica en la cual, las 

decisiones adoptadas por estas se materializan en la actuación de sus miembros. Es por lo anterior, 

que las personas morales pueden ser sujetos activos del delictivo, ya que su actuar se encuentra 

regulado por un marco jurídico supeditado al principio de legalidad, por lo que al encuadrarse una 

conducta en los diversos supuestos que contempla el Código Penal de la entidad, estas se hacen 
acreedoras a una sanción. 

 

Asimismo, se adiciona el Título Sexto denominado Delitos por Hechos de Corrupción y sus Capítulos: 

I relativo a disposiciones generales, II que trata del incumplimiento, ejercicio indebido y abandono de 

funciones públicas, III se aborda el delito de coalición de servidores públicos, IV se tipifica el delito de 

abuso de autoridad, V se establece el uso ilícito de atribuciones y facultades, que no se encontraba 
anteriormente tipificado, VI se tipifica el delito de concusión, VII correspondiente al delito de 

intimidación que anteriormente no existía en nuestra entidad, VIII, que versará con relación al delito 

de ejercicio abusivo de funciones que tampoco existía con anterioridad en nuestro Estado, IX que 

trata del delito de tráfico de influencia, X del delito de cohecho, XI delito de peculado, XII respecto del 

delito de enriquecimiento ilícito, XIII delitos cometidos por servidores públicos de la procuración y 
administración de justicia y XIV en el cual se establecen disposiciones comunes homologadas al 

Código Penal Federal, en aras de cumplir con el orden nacional que rige en nuestro país. 

 

Finalmente, en la presente iniciativa de Decreto, a efecto de una correcta armonización con la 

legislación federal, se derogan los Capítulos VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV y XV del Subtítulo 

Segundo, del Título Primero, del Libro Segundo y sus artículos 128, 129, 130, 131, 132, 133, 134, 
135, 136, 136 Bis, 136 Ter, 137, 137 Bis, 138, 139, 140, 141, 142, 143, 144 y 145 y el Capítulo VI del 

Subtítulo Tercero, del Título Primero, del Libro Segundo y su artículo 166, del Código Penal del Estado 

de México. 

 

En observancia al artículo 80 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México y 7 de 
la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México, este instrumento se encuentra 

debidamente refrendado por el Secretario General de Gobierno, José S. Manzur Quiroga. 

 

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración de esa H. Soberanía Popular la Iniciativa de 

Decreto, para que, de estimarse procedente, se apruebe en sus términos. 
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Reitero a ustedes, las seguridades de mi atenta y distinguida consideración. 

 

 
GOBERNADOR CONSTITUCIONAL 

DEL ESTADO DE MÉXICO 

 

 

 

 
DR. ERUVIEL ÁVILA VILLEGAS 

(RÚBRICA). 

 

 

 
SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO 

 

 

 

 

JOSÉ S. MANZUR QUIROGA 
(RÚBRICA). 
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Toluca de Lerdo, Capital del Estado de México,  

a 16 de marzo del 2017. 

 
 

C.C. SECRETARIOS DE LA MESA DIRECTIVA 

DE LA QUINCUÁGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA 

DEL ESTADO DE MÉXICO.  

PRESENTES 

 
C.C. DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN 

NACIONAL, en esta Quincuagésima Novena Legislatura del Estado de México, en ejercicio de los 

derechos que nos otorgan los artículos 51, fracción II, 55, 57, 61, fracciones I, XXXVI y XLIV, y 63 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 28, fracción I, 38, fracción IV, 41, fracción 

II, 51, 55, fracción VII, 62, fracción XIII, 78, 79 y 81 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado 
Libre y Soberano de México; y, 68, 70, 72 y 73 del Reglamento del Poder Legislativo del Estado Libre y 

Soberano de México; por este conducto, nos permitimos presentar Iniciativa con Proyecto de Decreto 

mediante la cual se expide la Ley del Sistema Estatal y Municipal Anticorrupción del Estado de México, 

así mismo se reforman diversos ordenamientos de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 

Estado de México, Ley de Fomento de la Cultura de la Legalidad del Estado de México, de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de México, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado de México; de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México; de la Ley de la 

Comisión de Derechos Humanos del Estado de México; de la Ley de la Universidad Autónoma del 

Estado de México; de la Ley de la Fiscalía General de Justicia del Estado de México y de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, con el propósito 

de cumplir con el mandato de homologar la legislación local con el Sistema Nacional Anticorrupción, 
las que se proponen con base en las consideraciones y argumentos que se detallan en la siguiente: 

 

E X P O S I C I Ó N  D E  M O T I V O S  

 

Para entender el problema de la corrupción, estamos conscientes de que primero es necesario entender 

su definición, para ello nos permitimos retomar las realizadas por Transparencia Internacional, que lo 
conceptualiza como “el abuso del poder público para beneficio privado”; y la realizada en el documento 

denominado “México: Anatomía de la Corrupción 2da. Edición”, que señala que la corrupción es el 

abuso de cualquier posición de poder, pública o privada, con el fin de generar un beneficio indebido a 

costa del bienestar colectivo o individual. En otras palabras, el desvío del criterio que debe orientar la 

conducta de un tomador de decisiones a cambio de una recompensa no prevista en la ley. 
 

Partiendo de esto, en el fenómeno de la corrupción es especialmente complicado poder identificar 

diversos elementos, porque la corrupción engloba numerosas conductas siempre enunciadas pero casi 

nunca bien definidas y tipificadas en la ley; y, porque siendo conductas apartadas de la ley y 

merecedoras de un castigo, hasta ahora poco significativo, se practican a escondidas o de manera 

clandestina. Y es aquí donde precisamente toma gran importancia las propuestas de la iniciativa que 
se presenta, porque nuestro principal interés es erradicar la corrupción en nuestra entidad, para ello, 

es trascendental definir de manera efectiva tanto los delitos de corrupción como las instituciones que la 

combatirán.  

 

La corrupción y la impunidad son problemas graves que deben ser considerados como sistémicos y 
transversales, en los cuales poco o nada se ha actuado durante la historia reciente de nuestro país. Sin 

embargo a partir de 2015, se ha venido actuando en la construcción de una legislación cuyo objetivo 

principal ha sido erradicar o por lo menos, de manera paulatina reducir los índices la corrupción en 

México. Para cumplirlo, ambas Cámaras del Congreso de la Unión, han dictaminado diversas 

iniciativas para erradicar la costumbre de abusar del poder político para beneficio personal. 
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Diversos estudios realizados por organizaciones serias en el análisis de la corrupción, han señalado 

que nuestra la sociedad sigue siendo una sociedad dispuesta a practicar la corrupción si piensa que de 

ella obtendrá un beneficio personal; que se mueve en los márgenes del Estado de derecho; y que se 

encuentra alejada de la cultura de la legalidad, indispensable para que la democracia adquiera 

significado; pero la luz en el tema, es que también cada vez más se percibe una participación mayor en 
movimientos institucionales comprometidos con la lucha contra la corrupción y la impunidad. 

 

Instituciones de diversas naturalezas como las académicas, de la sociedad civil y asociaciones 

empresariales y de profesionistas, centran cada vez más sus esfuerzos para difundir las causas y 

costos de la corrupción, pero también, para proponer formas para evitarlas. Prueba de ello fue la 
participación de individuos y organizaciones, acompañados por más de 630 mil ciudadanos, en el 

diseño del Sistema Nacional Anticorrupción, trabajo que concluyo en la aprobación de todo el marco 

normativo para prevenir, denunciar y sancionar las conductas de corrupción y que hoy deben replicar 

los estados de la república.  

 

Sobre la corrupción debemos admitir que conocemos algunas de sus causas pero no comprendemos 
como constituyen nuestro modo de vida; percibimos que tiene consecuencias negativas en el 

crecimiento del país, pero la dejamos operar; reconocemos que causa un daño la economía familiar, 

pero cada vez que se nos presenta una oportunidad, realizamos actos que la refuerzan; sabemos 

quiénes la cometen, pero los premiamos con nuestros votos, e incluso, los colocamos permanentemente 

en espacios de poder; estudiamos casos de éxito en su erradicación, pero no aplicamos de manera 
correcta dichos principios para erradicarla de nuestro entorno. 

 

La corrupción crece año con año y se ha posicionado como una de las principales preocupaciones, 

incluso por encima de la pobreza. Durante los últimos veinte años hemos sido testigos del incremento 

en la exhibición de casos, resultado creemos de dos cosas: el incremento de la participación ciudadana, 

mediante organizaciones que se han ido especializando paulatinamente en el tema, incluyendo desde 
luego a la academia y al periodismo de investigación; y, a la construcción de un marco regulatorio que 

ha reforzado la libertad de opinión. Desafortunadamente, hasta ahora sin una eficiencia en el tema las 

denuncias judiciales y la aplicación de sanciones.  

 

Desfalcos al erario, sobornos, pagos irregulares, conflicto de intereses, desvío de recursos, tráfico de 
influencias, licitaciones amañadas o facturas con sobreprecio, son sólo algunas de las conductas que 

ahora debemos tener como prioridad su erradicación. Debemos centrar nuestros esfuerzos en su 

detección con procedimientos efectivos de investigación y la aplicación de sanciones equiparables al 

tamaño del acto de corrupción, lo cual, sin una legislación eficiente, coordinada y acorde a las 

necesidades, será muy difícil lograr. Existen diversos indicadores que hacen suponer la importancia del 

tema de la corrupción, por ejemplo, la segunda edición de “México: Anatomía de la Corrupción” señala 
que: una búsqueda en Infolatina enseña que en 1996 la prensa mencionó la palabra corrupción en 518 
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notas. Para 2015, el número de menciones había crecido a 38,917, lo que implica un incremento de 1.4 

menciones por día a 107, es decir, un crecimiento de 7,513%.  

 
El Índice de Percepción de la Corrupción 2016 (IPC), realizado por Transparencia Internacional en 176 

países, coloca a México en el lugar 123, con 30 puntos y compartiendo el lugar con países como 

Honduras, Laos, Paraguay y Sierra Leona. A pesar de que de manera general hay un incremento de la 

corrupción a nivel mundial, lo que implica que el 69% de los 176 países medidos, están por debajo de 

los 50 puntos, debemos resaltar que la actual administración federal recibió el índice en el lugar 106, 

lo que implica un descenso de 17 lugares, pero también, respecto al Índice de Percepción de 2015, 
ocasiona un descenso de 35 a 30 puntos, y descendió 28 lugares reales, al pasar del lugar 35 al 30. 

 

Lo que confirma que los niveles de percepción de la corrupción en México son alarmantes y los intentos 

para reducirlos, si los ha habido, por lo menos hasta ahora, han sido un fracaso. En este sentido, 

México se encuentra a nivel de países que nada o poco tienen que ver con el tamaño de nuestra 
economía, nivel de desarrollo o fortaleza institucional. Por ejemplo, en cuanto al Índice de Percepción 

de la Corrupción 2016, en cuanto a países de América, donde los países menos corruptos son Canadá 

y Estados Unidos, México ocupa el lugar 26 de 32, estando a niveles de corrupción de países como 

Nicaragua, Haití y Venezuela. Por si ello no fuera poco, respecto a los países que conforman el G-20 

ocupamos el lugar 18, sólo por debajo de Rusia; y, somos el país más corrupto respecto a los países 

medidas y que integran el OCDE.  
 

 

GRÁFICA 1 

 
 

 

 

 

GRÁFICA 2 

 
 

   

                          GRÁFICA 3 

1 Gráfica de realización propia con información obtenida en el Índice de Percepción de la Corrupción 2016, realizado por 

Transparencia Internacional. Donde 0 es considerado el más corrupto y 100 el menos corrupto 
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Gráficas 1, 2 y 3 de realización propia con información obtenida en el Índice de Percepción de la 
Corrupción 2016, realizado por Transparencia Internacional. 

 
De 1995 a 2015 México incrementó en cuatro puntos su Índice de Percepción de la Corrupción, si esta 

tendencia se mantuviera y aun cuando el resto de los países permanecieran estáticos, a México le 

tomaría aproximadamente 40 años dejar el último lugar en el grupo de la OCDE. El mismo ejercicio de 

comparación, pero ahora para los países pertenecientes al G20, proyecta una situación similar. De 

manera paradójica, México está dentro de las primeras 20 economías del mundo y según el Índice de 

Estado de Derecho 2015 del World Justice Project, también nos ubicamos entre los 20 países donde los 
servidores públicos son más corruptos junto con Pakistán, Afganistán, Liberia y Venezuela, entre otros. 

 

Sin lugar a dudas, el problema de la corrupción es multifactorial en cuanto a su origen o su impacto 

directo en diferentes ámbitos de una sociedad, sin embargo creemos que un aspecto que puede mejorar 

el índice de percepción de la sociedad mexicana, es sin lugar a dudas, el marco normativo que se 
diseñe para prevenirlo, perseguirlo y sancionarlo. Bajo esta premisa, el Congreso de la Unión inicio un 

proceso cuya finalidad era diseñar el Sistema Nacional Anticorrupción y establecer un marco 

regulatorio que realmente abatiera los altos índices de corrupción.    

 

Por lo que el 14 de junio de 2002, se publica en el Diario Oficial de la Federación reforma mediante el 

cual se adiciono el segundo párrafo al artículo 113 de nuestra Carta Magna, mediante la cual se 
estableció la responsabilidad del estado por los daños que con motivo de su actividad administrativa 

irregular cause a los particulares. Como complemento de dicha reforma, el 31 de diciembre de 2004 se 

expidió la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, reglamentaria al artículo 113, 

segundo párrafo, de la Constitución Federal. 

 
El siguiente paso fue poco más de diez años después, cuando el 27 de mayo de 2015 en el Diario 

Oficial de la Federación, se publicaron reformas a diversos ordenamientos de la propia Constitución 

para incluir el concepto de responsabilidad objetiva y directa del Estado, para responder por daños. 

Las reformas anteriores, sin duda implicaron un avance en el combate a la corrupción existente en 

nuestro país, pero realmente el acto legislativo que ha implicado un parte aguas y que ejemplifica la 

intención de los legisladores de combatir este cáncer social, fue la reforma publicada el 18 de julio del 
2016. 

 

El diseño del Sistema Nacional Anticorrupción, involucro 7 ordenamientos diferentes en su primera 

generación. De los cuales tres son leyes nuevas y las restantes, implican reformas, modificaciones o 

adecuaciones, siendo estás las siguientes: 
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1. Reformas a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. Con el propósito de proveer a la 

Secretaría de la Función Pública (SFP) de todas las herramientas y atribuciones para prevenir, 

identificar y sancionar faltas administrativas no graves. 
 

La dependencia podrá ejercer las atribuciones que la Constitución le otorga a los Órganos Internos 

de Control para revisar el ingreso, manejo, custodia y ejercicio de recursos públicos federales. LA 

SFP realizará por sí misma o a solicitud de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) 

auditorías, revisiones y evaluaciones, con el objeto de fiscalizar y promover   la   eficiencia   y   

legalidad   en   la   gestión   y   encargo   de   las   diversas dependencias.  
 

La Secretaría podrá recibir y registrar declaraciones patrimoniales y de intereses, así   como   

verificar   su   contenido   mediante   las   investigaciones   que   resulten pertinentes.  

 

La dependencia atenderá quejas e inconformidades que presenten los particulares con   motivo   de   
convenios   o   contratos   que   celebren   con   las   dependencias   y entidades de la 

Administración Pública Federal y de la Procuraduría General de la República (PGR).  

 

En materia sancionadora, la SFP podrá conocer e investigar las conductas de los servidores 

públicos que puedan constituir responsabilidades administrativas   y aplicar sanciones. La Función 

Pública también ejercerá la acción de responsabilidad ante el Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, y presentará las denuncias correspondientes ante la Fiscalía Especializada en 

Combate a la Corrupción. 

 

2. Expedición de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción. Esta   ley   tiene   como   

objetivo   establecer   los   mecanismos   de   coordinación   y colaboración   entre   las   siete   
instituciones   que   conforman  el  Sistema   Nacional Anticorrupción, además de que define cómo 

se van a diseñar y evaluar las políticas públicas en materia de prevención, detección, control, 

sanción y combate a prácticas deshonestas.  

 

Crea tres componentes, que son: 

 
a) El Comité Coordinador, que establecerá mecanismos de coordinación y se integrará por   los   

titulares   de   la   Auditoría Superior de la Federación,  de   la   Fiscalía   Especializada   en   

Combate   a   la Corrupción,   de   la   Secretaria de la Función Pública,  de   los   

presidentes   del   Tribunal   Federal   de   Justicia Administrativa, del Instituto Nacional de 

Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), de un 
representante del Consejo de la Judicatura Federal, y uno del Comité de Participación 

Ciudadana, quien ocupará la presidencia. 

 

Su Secretaría   Ejecutiva se encargará de administrar la nueva Plataforma Digital Nacional, 

conformada por las declaraciones patrimonial y de intereses que incorporen a ella las 

autoridades integrantes del Sistema Nacional; el Sistema  de los Servidores  Públicos que 
intervengan en Procedimientos de Contrataciones Públicas; el Sistema Nacional de 

Servidores Públicos y Particulares Sancionados; el Sistema de Información y Comunicación 

del Sistema Nacional y del Sistema Nacional de Fiscalización, y el Sistema   de   Denuncias   

Públicas   de   Faltas   Administrativas   y   Hechos   de Corrupción. 

 
b) El Comité de Participación Ciudadana. Encargado de vigilar, prevenir y detectar actos de 

corrupción y faltas administrativas, así como coordinar y encauzar los esfuerzos de la 

sociedad civil en el combate a la corrupción. Integrado y presidido por ciudadanos que serán 

elegidos en el Senado a partir de propuestas de universidades y de la sociedad civil. 

 

c) El Comité Rector del Sistema Nacional de Fiscalización. Integra mecanismos 
interinstitucionales para maximizar la cobertura de la  fiscalización en todo el territorio 
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nacional, plantea que todo servidor público estará obligado a rendir las declaraciones 

patrimonial y de intereses presentados en la Plataforma Digital Nacional. 

 
3. Se reformo la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, que establece la 

creación de un Tribunal, que será   la   institución   encargada   de   imponer   las   sanciones   a   

funcionarios   y particulares que incurran en faltas administrativas graves. Dicho organismo tendrá 

autonomía para emitir fallos, por lo que deberá conocer las responsabilidades administrativas de 

los funcionarios públicos y particulares, por lo que contará con salas especializadas en las 

entidades. 
 

4. Se expidió la Ley General de Responsabilidades Administrativas, mejor conocida como la Ley 3 de 

3, que establece los pilares básicos del nuevo diseño institucional para combatir la corrupción,   

plantea   mecanismos   de   control   internos   y   externos   de   la administración   pública,   fija   

los   límites   de   actuación   de   los   funcionarios   y   las obligaciones y sanciones por actos u 
omisiones de servidores y particulares que incurran en faltas administrativas graves.  

 

Señala que las declaraciones patrimoniales y de intereses de los servidores serán públicas, salvo los 

rubros cuya publicidad pueda afectar la vida privada o los datos personales protegidos por la 

Constitución. Otorga facultades a la Auditoría Superior de la Federación y a las entidades de 

fiscalización superior de las entidades federativas para investigar y sustanciar procedimientos por 
faltas administrativas graves que detecten en sus auditorías. La Suprema Corte de Justicia de la 

Nación y el Consejo de la Judicatura Federal, también estarán facultados para hacerlo.  

 

La Ley contempla un catálogo de 12 delitos, como tráfico de influencias, enriquecimiento oculto, 

abuso de funciones, soborno, colusión, uso de información falsa o confidencial, nepotismo, 
cohecho, peculado, desvío de recursos y obstrucción de la justicia. 

 

5. Reformas a la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, para otorgar a la 

Auditoría Superior de la Federación, una   nueva   forma   de organización y de trabajo para realizar 

revisiones en estados y a la cuenta pública federal.  

 
Se eliminan los principios de posterioridad y anualidad para la función fiscalizadora, por lo que 

podrá investigar en tiempo real. Se faculta para que se  fiscalice, en coordinación con las entidades 

locales, la totalidad de los recursos de las participaciones federales que se transfieren a órganos de 

gobierno. 

 
6. Se expide la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República, que establece las   competencias,   

facultades   y   límites   de   la   Fiscalía Especializada en materia de delitos relacionados con 

hechos de corrupción, la que se encargará de perseguir e investigar estos actos. Contará con 

agentes del Ministerio Público especializados en el combate de delitos en la materia, se auxiliará de 

la unidad administrativa en materia de Servicios Periciales para dar trámite y desahogo a los 

peritajes. 
 

La Fiscalía elaborará su propuesta de presupuesto, contará con agentes y policías de investigación 

adscritos y que resulten necesarios para la atención de los casos que le corresponden. El titular de 

la Fiscalía y todo su personal estarán sujetos a la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas, así como al régimen especial en la materia previsto en esta ley. Tendrán la 
obligación de rendir un informe público anualmente sobre sus actividades y resultados, y su 

actuación será fiscalizada por la Auditoria Superior de la Federación, la Visitaduría General y el 

Órgano Interno de Control.  

 

El fiscal será propuesto y nombrado por el voto de las dos terceras partes de los Senadores y podrá 

ser removido por el Procurador General de la República 
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7. Reformas al Código Penal Federal, para que los funcionarios y personas que incurran en actos de 

corrupción fueran sancionados no sólo con inhabilitaciones y multas, sino con suspensiones e 

inhabilitaciones definitivas. 
 

Se reformó este ordenamiento para incorporar la tipificación de delitos nuevos, así como sus 

procesos de investigación. Se precisa la definición de servidor público como toda persona que 

desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública 

Federal, organismos   descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria, 

organizaciones   y sociedades   asimiladas,   fideicomisos   públicos, empresas   productivas   del   
Estado,   órganos   constitucionales   autónomos,   el Congreso   de   la   Unión,   el   Poder   

Judicial   Federal,   o   cualquiera   que maneje recursos económicos federales.  

 

Estas reformas establecen como sanciones para los responsables de actos de corrupción medidas 

como la destitución y la inhabilitación para desempeñar un cargo  público,   y   para   participar   
en   adquisiciones,  arrendamientos,   servicios   u obras públicas, así como concesiones, por un 

plazo de uno a 20 años. 

 

El decreto emitido por el Congreso, establece que las Entidades Federativas establecerán sistemas 

locales anticorrupción con el objeto de coordinar a las autoridades locales competentes en la 

prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción. Además, 
también se previó que los sistemas anticorrupción en las Entidades deberán conformarse de acuerdo 

con las leyes generales que resulten aplicables, las constituciones y leyes locales. La Ley General del 

Sistema Nacional Anticorrupción, establece las bases de los sistemas locales, siendo estás las 

siguientes: 

 
 Contar con integración y atribuciones equivalentes al Sistema Nacional. 

 

 Accesar a la información pública necesaria, adecuada y oportuna. 

 

 Obligar a los sujetos públicos, mediante recomendaciones y políticas públicas. 

 
 Contar con atribuciones y procedimientos para que se cumplan sus recomendaciones. 

 

 Rendir informe público donde den cuenta de las acciones, riesgos identificados, costos y resultados 

de las recomendaciones. 

 
 Coordinar el sistema local mediante el Consejo de Participación. 

 

 Integrar el Consejo de Participación mediante requisitos mínimos del Sistema Nacional y 

procedimientos análogos. 

 

A pesar de la obligación de temas a incluir en la homologación de la legislación en materia de combate 
a la corrupción, creemos que es necesario también considerar aspecto como: 

 

 Desarrollar bases mínimas para crear el Sistema Municipal Anticorrupción. 

 

 Mandatar el diseño de Códigos de ética para servidores públicos. 
 

 Crear un sistema de denuncias, donde se incentive a la ciudadanía y se garantice su protección. 

 

 Elevar el tiempo de prescripción de las responsabilidades o delitos que tengan que ver con hechos 

de corrupción.   

 
El régimen transitorial de la Ley General, establece la obligación de los Congresos Locales para 

armonizar sus respectivos marcos normativo dentro del año siguiente a la entrada en vigor de las leyes 
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secundarias en el orden federal, lo cual fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 18 de 

julio del año 2016, luego entonces, el vencimiento del plazo otorgado vence el 18 de julio de este 2017. 

Fechas que este Congreso debe tener en cuenta, si lo que se desea es cumplir el mandato de la reforma 
en materia de corrupción. 

 

Partiendo de la necesidad de cumplir con el mandato, pero además poder colocar a la vanguardia en 

materia legislativa a nuestra Entidad y que el Sistema Nacional Anticorrupción (SNA) sea aplicable de 

manera adecuada en el estado de México, se propone considerar dos factores, para el primero, 

determinar todos los aspectos generales del propio sistema y para ello consideramos tener en cuenta 
una etapa de prevención y disuasión, con subtemas de auditoría gubernamental, prevención y control 

de integridad, promoción y evaluación del control interno, acceso a la información, contabilidad 

gubernamental y archivos.   

 

Así como factores para lograr una sanción, con lo que debemos trabajar en materia penal, con el Poder 
Judicial y la fiscalía autónoma; y, en materia administrativa, con responsabilidades y el Tribunal de 

Justicia Administrativa.  

 

 

 
 
 

 

 

 

Con la esquematización de nuestro modelo anticorrupción, el impacto real a la legislación estatal, en el 

tema de los Órganos Internos de Control y al nombramiento de sus titulares, la propuesta que se hace 
no sólo crea un marco efectivo para que el Poder Legislativo tenga influencia en el control interno de las 

dependencias del Poder Ejecutivo, sino también al control de ayuntamientos y en organismos 

autónomos en nuestra Entidad.     

 

El modelo actual de control interno se ha visto rebasado. En 1982 se estableció, durante el gobierno de 
Miguel de la Madrid, la Secretaría de la Contraloría General de la Federación (SECOGEF) que en 1994, 

bajo la administración de Ernesto Zedillo, adoptó el nombre de Secretaría de la Contraloría y Desarrollo 

Administrativo (SECODAM) para convertirse en 2003, durante el gobierno de Vicente Fox, en la SFP. 

En los tres casos se trata de organismos dependientes del titular del poder ejecutivo, sin embargo la 

administración implica procesos, trámites, regulaciones, provisión de bienes y servicios y toma de 

2Esquema presentado por el área jurídica de la Auditoría Superior de la 
Federación, durante el foro de transparencia en el Congreso del Estado de 
México. 
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decisiones que involucran contratar recursos humanos, adquisición de materiales e insumos y 

recursos financieros, por lo que la vigilancia de estos procedimientos es considerada como de control 

interno o intra-orgánico, dado que es una dependencia de la misma institución la que vigila; es decir, 
en el modelo actual la parte que vigila y la parte vigilada forman parte de la misma institución, 

comparten recursos, y más grave aún, tienen a los mismos superiores. 

 

Por lo que de manera general la presente iniciativa pretende en una primera etapa, migrar de un 

control intra-orgánico a un control inter-orgánico, mediante entidades ajenas a la estructura 

administrativa y labor de las instituciones sobre las que se realiza la vigilancia o evaluación, ejerciendo 
controles como miradores con propósitos políticos, judiciales, legales, administrativos o ciudadanos. 

Así, otorgaremos a este Poder Legislativo del Estado de México, facultades de control administrativo, 

presupuestal y programático, por conducto de sus Órgano Superior de Fiscalización. 

 

Las entidades de control interno deben ser capaces de garantizar no solo los equilibrios entre ramas y 
órdenes de gobierno, sino también la rendición de cuentas del ejercicio del poder por parte de las 

autoridades electas y designadas. Sin embargo, hasta la fecha sólo se tiene un sistema desarticulado 

descoordinado que incluso promueve el contubernio y la complicidad en detrimento de los gobernados. 

Tanto la labor de control interno como la de control externo, encuentran su límite en la decisión de los 

órganos responsables y facultados para llevar o no a los tribunales las acciones consideradas como 

faltas administrativas o penales. 
 

Por lo que en el Sistema Estatal y Municipal Anticorrupción, el control interno propuesto para mejorar 

la percepción ciudadana y combatir a la corrupción, deberá entre otras cosas, prevenir, corregir, 

investigar actos u omisiones constitutivas de responsabilidades administrativas; revisar el ingreso, 

egreso y aplicación de los recursos públicos; sancionar las responsabilidades; investigar y substanciar 
responsabilidades administrativas; y, presentar denuncias por hechos u omisiones constitutivos de 

delito. 

 

Ello nos obliga a modificar el esquema de control interno de las dependencias de los Poderes Ejecutivo, 

Legislativo y Judicial, de los organismos autónomos reconocidos y desde luego, de los ayuntamientos. 

Así, la iniciativa propone además de expedir la Ley del Sistema Estatal y Municipal Anticorrupción del 
Estado de México, reformar los ordenamientos siguientes: 

 

 Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México. 

 Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de México. 

 Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de México. 
 Ley Orgánica Municipal del Estado de México. 

 Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México. 

 Ley de la Universidad Autónoma del Estado de México.   

 Ley de la Fiscalía General de Justicia del Estado de México. 

 Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. 

 
Numerosos países han superado problemas en materia de corrupción. A manera de ejemplo, Ecuador 

que aunque sigue teniendo muchos problemas de corrupción, logró avanzar 44 lugares en el Índice de 

Percepción de la Corrupción de Transparencia Internacional entre 2008 y 2015, ello nos demuestra que 

a pesar de la dificultad del fenómeno de la corrupción, la evidencia disponible es suficiente para 

demostrar que estamos frente a un problema sistémico, de consecuencias perniciosas y de difícil 
solución, pero que con voluntad es posible reducir sus índices e impacto negativo en nuestra Entidad.  

 

El día de hoy nuestro país vive una recurrente ola de corrupción, de quienes han tenido la encomienda 

de llevar las dirección de las instituciones públicas y no han sabido hacerlo, la corrupción y la falta de 

legalidad ha permeado incluso en los cuestionamientos de la institución presidencial en nuestro país.  

 
De igual manera, se vuelve cada día más común escuchar noticias sobre casos de actos delictivos como 

robos, extorsiones, secuestros y asesinatos, saqueos y linchamientos. Cuestiones que sin duda alguna 
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son los mayores obstáculos que enfrenta el estado de Derecho y frenan el desarrollo y construcción de 

la paz social.  

 
Se estima que por culpa de la corrupción se pierden alrededor de 347,000 millones de pesos al año, 

mismos que podrían invertirse en la construcción de hospitales, escuelas, carreteras, etc. Con lo cual 

se mejorarían las condiciones de vida de millones de mexicanos. 1 

 

Para que México se consolide como un Estado democrático se necesita dotar de mecanismos necesarios 
para que la sociedad viva los componentes de la cultura de la legalidad. Entiendo a está, como “el 
conjunto de creencias, valores, normas y acciones que promueve que la población crea en el Estado de 
derecho, lo defienda y no tolere la ilegalidad”.2 

 

Se desarrolla una cultura de la legalidad cuando la ciudadanía reconoce y se desenvuelve bajo el 

cumplimiento y obediencia de las leyes en función de sus convicciones personales, de sus valores, 

principios y razonamientos. 
 
Sergio R. Márquez Rábago señala que el “Estado y el Derecho, son un binomio necesario para el buen 
funcionamiento de cualquier sociedad; el Estado necesita la legitimidad que el Derecho le brinda, para 
encuadrar su actuación y limitar la acción del gobernado, el Derecho es la fuerza coercitiva del Estado, 
que reprime las desviaciones, los incumplimientos y resuelve las controversias que se presenten dentro 
del amplio Pacto Social.”3 
 

Viviendo en un Estado de derecho, los ciudadanos tienen la garantía de que ningún derecho individual 

estará por encima del derecho colectivo. Derivado de la problemática que representa la corrupción, una 

opción que puede coadyuvar al combate de la misma y a propiciar el desarrollo de un estado de 

derecho es el desarrollo de una cultura de la legalidad dentro de todas las dependencias y entidades de 

la Administración Pública Estatal a través mecanismos que promuevan en los servidores el actuar con 
apego a la legalidad, la ética y la responsabilidad pública. 

 

Un factor determinante para que la población crea en un estado de derecho depende en gran medida 

en la confianza de la ciudadanía hacia sus autoridades gobernantes, así como en las normas jurídicas 

por las que se rigen.   Para ello es necesario una actuación íntegra y transparente de los servidores 
públicos qué de certeza a los ciudadanos de que cuentan con instituciones que garantizarán el respeto 

a sus derechos mediante la correcta aplicación de la ley.  

 

El gobierno es el primer obligado a cumplir y hacer cumplir la ley de modo que exista un auténtico 

estado de derecho. Solo garantizando que la vida, el patrimonio, las libertades y los derechos de todos 

los mexicanos están debidamente protegidos se proveerá de una base firme para el desarrollo óptimo 
de las capacidades de la población.4    

 

El desempeño de los servidores públicos de todas las dependencias y entidades de la Administración 

Pública deberían ser un modelo ejemplar para la ciudadanía. Si éstos se comprometen claramente con 

el cumplimiento de la ley, entonces se generarán los incentivos correctos para que los ciudadanos 
ordenen su convivencia.  

Cuando la ciudadanía observa que los servidores públicos actúan conforme a la ley durante el ejercicio 

de sus funciones, son considerados por la misma ciudadanía como una autoridad legítima y ello genera 

credibilidad, confianza y apoyo, pero sobretodo, la población cree en la importancia y viabilidad del 

                                                           
1
 Datos del El Consejo Coordinador Empresarial (CCE) 

2
  Adaptado de Godson, Roy. (2000). Symposium on the Role of Civil Society in Countering Organized Crime: Global 

Implications of the Palermo, Sicily Renaissance. Palermo, Italia.  
3
 Estado, Derecho y Democracia en el momento actual; disponible en el sitio web.- 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/6/2990/13.pdf; consultado el 9-12-16. 
4
 Plan nacional de desarrollo 2007-2012, eje 1, estado de derecho y seguridad; cultura de la legalidad. 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/6/2990/13.pdf
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Estado de derecho.5 

 

La formación de los servidores públicos en cultura de la legalidad, coadyuva a fortalecer el combate a la 
corrupción. Ninguna acción de combate a la corrupción es integral si no contempla mecanismos de 

prevención y autorregulación orientados a un cambio cultural. La sanción social es un arma poderosa 

para propiciar el repudio e intolerancia para quien incurre en actos de corrupción.6 

 

Desde el 16 de diciembre de 2014, en nuestra entidad, se tiene vigente la Ley de la Cultura de la 

Legalidad en el Estado de México, esta Ley establece, la responsabilidad del Estado para que a través 
de sus instancias de gobierno fomentará la participación de los ciudadanos para la realización de 

acciones orientadas a la promoción de la cultura de la legalidad. 

 

Entendiéndose en esta Ley, por Cultura de la Legalidad es el conocimiento que tiene una sociedad de 

su sistema jurídico, su respeto y acatamiento, así como el compromiso del ciudadano por cuidarlo, 
defenderlo y participar en su evolución para consolidar un sistema de mayor justicia. 

 

Resulta necesario fortalecer la cultura de la Legalidad con una activa participación de la estructura 

gubernamental, en conjunto con la sociedad mexiquense; que permita construir una sociedad cívica de 

valores y paz social.  

Derivado de lo anterior el objetivo de la presente iniciativa tiene por objeto el establecer dentro de las 
atribuciones de la Secretaría de la Contraloría el que dicha secretaría establezca mecanismos dentro de 

todas las dependencias y entidades de la Administración Estatal que prevengan actos u omisiones que 

pudieran constituir responsabilidades administrativas; mediante estrategias y acciones que fomenten 

el desarrollo de una cultura de la legalidad como un deber ético de los servidores públicos en el 

ejercicio de sus funciones. 
 

De igual forma la presente iniciativa promueve la participación más efectiva de la administración 

pública, que generé confianza y acciones con valores democráticos de ética y de justicia. Con la 

presente propuesta impulsamos actitudes favorables de apego a la legalidad, la ética y la 

responsabilidad pública y así lograr la consolidación de una administración eficaz, transparente y 

responsable, que combata y castigue la arbitrariedad, la corrupción y la impunidad, misma que la 
ciudadanía reclama.  

 

Con las propuestas que en esta iniciativa hace el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, 

creemos que poner el combate a la corrupción como prioridad en nuestra agenda legislativa permitirá 

proveer un clima propicio para al crecimiento económico y para ganar una ventaja competitiva en el 
mercado de los negocios; podremos revertir la percepción ciudadana para que estén seguros de que su 

esfuerzo será lo único que permita que su familia salga adelante y no el influyentismo; podremos 

instituir la confianza en la actuación del gobierno; podremos aplicar la ley sin distingos, esto es, no 

diferenciar entre pequeños y grandes actos de corrupción ni entre peces gordos y chicos; pero además, 

podremos mantener un esfuerzo de largo plazo y no solo como un programa temporal o forzado por 

situaciones de coyuntura. 
 

En razón de lo expuesto anteriormente y en nuestro carácter de diputados presentantes, todos 

integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en esta Quincuagésima Novena 

                                                           
5
 Curso de Cultura de la Legalidad Para Servidores Públicos. Secretaría de la Función Pública disponible en el sitio web.-  

http://www.programaanticorrupcion.gob.mx/web/doctos/integridad/cursocultura/manual_del_participante_cultura_de_la
_legalidad_2013.pdf 
   
6
Curso de Cultura de la Legalidad Para Servidores Públicos. Secretaría de la Función Pública disponible en el sitio web.-  

http://www.programaanticorrupcion.gob.mx/web/doctos/integridad/cursocultura/manual_del_participante_cultura_de_la
_legalidad_2013.pdf 
 

http://www.programaanticorrupcion.gob.mx/web/doctos/integridad/cursocultura/manual_del_participante_cultura_de_la_legalidad_2013.pdf
http://www.programaanticorrupcion.gob.mx/web/doctos/integridad/cursocultura/manual_del_participante_cultura_de_la_legalidad_2013.pdf
http://www.programaanticorrupcion.gob.mx/web/doctos/integridad/cursocultura/manual_del_participante_cultura_de_la_legalidad_2013.pdf
http://www.programaanticorrupcion.gob.mx/web/doctos/integridad/cursocultura/manual_del_participante_cultura_de_la_legalidad_2013.pdf


 

 
LEY DEL SISTEMA ANTICORRUPCIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS 

20 

Legislatura del Estado de México, nos permitimos solicitar el inicio del procedimiento legislativo 

establecido en la ley y una vez que haya sido realizado el dictamen por parte de la Comisión Legislativa 

a la que se determine sea turnada, se apruebe en sus términos por el Pleno Legislativo. 
 

 

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA” 

 

 

DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO 
DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL EN LA “LIX” 

LEGISLATURA DEL ESTADO DE MÉXICO 

(RÚBRICAS) 

 

 
Dip. Anuar Roberto Azar Figueroa 

Coordinador 

(Rúbrica) 

 

 

 
Dip. Alejandro Olvera Entzana 

(Rúbrica) 

 

 

 
Dip. Areli Hernández Martínez 

(Rúbrica) 

 

 

Dip. Alberto Díaz Trujillo 

(Rúbrica) 

 

 

 
Dip. Gerardo Pliego Santana 

(Rúbrica) 

 

 

 
 

Dip. María Pérez López 

(Rúbrica) 

 

 
 

 

Dip. María Fernanda Rivera Sánchez 

 
 

 

Dip. Nelyda Mociños Jiménez 

(Rúbrica) 

 

 
 

Dip. Raymundo Garza Vilchis 

(Rúbrica) 

 

 

(Rúbrica) 

 
 

Dip. Raymundo Guzmán Corroviñas 

(Rúbrica) 

 

 
 

 

Dip. Sergio Mendiola Sánchez 

(Rúbrica) 

 

 
 

 

Dip. Víctor Hugo Gálvez Astorga 

(Rúbrica) 
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ERUVIEL ÁVILA VILLEGAS, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de México, a sus 

habitantes sabed: 

 
Que la Legislatura del Estado, ha tenido a bien aprobar lo siguiente: 

 

DECRETO NÚMERO 207 

 

LA H. “LIX” LEGISLATURA DEL ESTADO DE MÉXICO 

DECRETA: 
 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se expide la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de México y 

Municipios, para quedar como sigue: 

 

LEY DEL SISTEMA ANTICORRUPCIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS 
 

CAPÍTULO PRIMERO 

DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en todo el territorio del 

Estado de México y tiene por objeto establecer las bases de coordinación entre el Estado y los 
Municipios para el funcionamiento de los Sistemas Anticorrupción, de conformidad con lo dispuesto en 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de México y la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, para que las autoridades 

estatales y municipales competentes prevengan, investiguen y sancionen las faltas administrativas y 

los hechos de corrupción. 
 

Artículo 2. Son objetivos de la presente Ley: 

 

I. Establecer mecanismos de coordinación entre los diversos órganos de combate a la corrupción en el 

ámbito federal, estatal y municipal. 

 
II. Establecer las bases para la prevención de hechos de corrupción y faltas administrativas en el 

Estado y sus Municipios. 

 

III. Establecer las bases para la emisión de políticas públicas integrales en el combate a la corrupción, 

así como en la fiscalización y control de los recursos públicos. 
 

IV. Establecer las directrices básicas que definan la coordinación de las autoridades competentes 

estatales y municipales para la generación de políticas públicas en materia de prevención, detección, 

control, sanción, disuasión y combate a la corrupción. 

 

V. Regular la organización y funcionamiento de los Sistemas Estatal y Municipal Anticorrupción y en 
su caso su Comité Coordinador y su Secretaría Ejecutiva, así como establecer las bases de 

coordinación entre sus integrantes. 

 

VI. Establecer las bases, principios y procedimientos para la organización y funcionamiento del Comité 

de Participación Ciudadana. 
 

VII. Establecer las bases y políticas para la promoción, fomento y difusión de la cultura de integridad 

en el servicio público, así como de la rendición de cuentas, de la transparencia, de la fiscalización y del 

control de los recursos públicos, considerando el principio de máxima publicidad. 

 

VIII. Establecer mecanismos que permitan dar cuenta del cumplimiento de los principios que rigen el 
servicio público, en términos de la Ley de la materia. 
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IX. Establecer las acciones permanentes que aseguren la integridad y el comportamiento ético de los 

servidores públicos de la Entidad y municipios, así como crear las bases mínimas para que las 

autoridades estatales y municipales establezcan políticas eficaces de ética pública y responsabilidad en 
el servicio público. 

 

X. Establecer las bases del Sistema Estatal de Fiscalización, acordes con las emitidas a nivel federal. 

 

XI. Establecer las bases para crear e implementar sistemas electrónicos para el suministro, 

intercambio, sistematización y actualización de la información que generen las instituciones 
competentes estatales y municipales. 

 

XII. Establecer las bases para incentivar entre la ciudadanía, el uso del Sistema de Denuncias 

Públicas de faltas administrativas y hechos de corrupción. 

 
Artículo 3. Para efectos de la presente Ley, se entenderá por: 

 

I. Comisión Ejecutiva: Al órgano técnico auxiliar de la Secretaría Ejecutiva. 

 

II. Comité Coordinador: A la instancia encargada de la coordinación y eficacia del Sistema Estatal y 

Municipal Anticorrupción a que se refiere la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
México. 

 

III. Comité Coordinador Municipal: a la instancia encargada de la coordinación y eficacia del Sistema 

Municipal Anticorrupción a que se refiere la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

México. 
 

IV. Comité de Participación Ciudadana: A la instancia colegiada a que se refiere la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de México, el cual contará con las facultades que establece la 

presente Ley. 

 

V. Comité de Participación Ciudadana Municipal: A la instancia colegiada a nivel Municipal a que se 
refiere la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, el cual contará con las 

facultades que establece la presente Ley. 

 

VI. Comisión Estatal de Selección: A la que se constituya en términos de esta ley, para nombrar a los 

integrantes del Comité de Participación Ciudadana. 
 

VII. Entes públicos: A los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial del Estado de México, los 

organismos constitucionales autónomos, las dependencias y organismos auxiliares de la 

Administración Pública Estatal, los municipios, los Órganos Jurisdiccionales que no forman parte del 

Poder Judicial del Estado de México, las empresas de participación estatal y municipal así como 

cualquier otro ente sobre el que tenga control cualquiera de los poderes y órganos públicos antes 
señalados a nivel Estatal y Municipal. 

 

VIII. Entes Públicos Fiscalizadores: Al Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México, la 

Contraloría del Poder Legislativo, la Secretaría de la Contraloría del Gobierno del Estado de México, las 

Contralorías Municipales y los Órganos internos de control de los entes Públicos. 
 

IX. Ley: A la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de México y Municipios. 

 

X. Secretaría Ejecutiva: Al organismo que se desempeña como órgano de apoyo técnico del Comité 

Coordinador. 

 
XI. Secretario Técnico: Al servidor público que desempeña las funciones de dirección de la Secretaría 

Ejecutiva, así como las demás que le confiere la presente Ley. 
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XII. Sistema Estatal Anticorrupción: Al conjunto de mecanismos interinstitucionales de coordinación 

entre los entes públicos del Estado de México, que tienen por objeto el combate a la corrupción. 
 

XIII. Sistema Estatal de Fiscalización: Al conjunto de mecanismos interinstitucionales de coordinación 

entre los entes Públicos Fiscalizadores, con el objetivo de maximizar la cobertura y el impacto de la 

fiscalización en el Estado de México y sus municipios, con base en una visión estratégica, la aplicación 

de estándares profesionales similares, la creación de capacidades y el intercambio efectivo de 

información, sin incurrir en duplicidades u omisiones. 
 

XIV. Sistemas Municipales Anticorrupción: Al conjunto de mecanismos interinstitucionales de 

coordinación entre las dependencias de la administración pública municipal, que tienen por objeto el 

combate a la corrupción. 

 
Artículo 4. Son sujetos de la presente Ley, los entes públicos que integran los Sistema Estatal y 

Municipal Anticorrupción. 

 

 

CAPÍTULO SEGUNDO 

DE LOS PRINCIPIOS RECTORES DEL SERVICIO PÚBLICO 
 

Artículo 5. Son principios rectores del servicio público: la legalidad, objetividad, profesionalismo, 

honradez, lealtad, imparcialidad, eficiencia, eficacia, equidad, transparencia, economía, integridad, 

competencia por mérito y rendición de cuentas, en los términos de las disposiciones legales aplicables. 

 
Los entes públicos están, obligados a crear y mantener condiciones estructurales y normativas que 

permitan el adecuado funcionamiento del Estado en su conjunto y la actuación ética y responsable de 

cada servidor público. 

 

 

CAPÍTULO TERCERO 
DEL SISTEMA ESTATAL Y MUNICIPAL ANTICORRUPCIÓN 

 

Artículo 6. El Sistema Estatal y Municipal Anticorrupción, tiene por objeto establecer principios, bases 

generales, políticas públicas y procedimientos para la coordinación entre las autoridades del Estado de 

México y sus Municipios, en materia de prevención, detección y sanción de faltas administrativas y 
hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos, transparencia y 

rendición de cuentas, en congruencia con el Sistema Nacional Anticorrupción. Es una instancia cuya 

finalidad es establecer, articular y evaluar la política en la materia. 

 

Las políticas públicas que establezca el Comité Coordinador, deberán ser implementadas por todos los 

entes públicos. 
 

La Secretaría Ejecutiva, dará seguimiento a la implementación de dichas políticas. 

 

Artículo 7. El Sistema Estatal y Municipal Anticorrupción, se integrará por: 

 
I. Los integrantes del Comité Coordinador. 

 

II. El Comité de Participación Ciudadana. 

 

III. El Comité Rector del Sistema Estatal de Fiscalización. 

 
IV. Los Sistemas Municipales Anticorrupción, quienes concurrirán a través de sus presidentes 

rotatoriamente conforme a los dieciocho distritos judiciales en que se divide el territorio del Estado de 
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México. 

 

 
CAPÍTULO CUARTO 

DEL COMITÉ COORDINADOR 

 

Artículo 8. El Comité Coordinador es la instancia responsable de establecer los mecanismos de 

coordinación entre los integrantes del Sistema Estatal y Municipal Anticorrupción y tendrá bajo su 

encargo el diseño, promoción y evaluación de políticas públicas y programas de combate a la 
corrupción. 

 

Artículo 9. El Comité Coordinador tendrá las facultades siguientes: 

 

I. Elaborar su programa de trabajo anual. 
 

II. Establecer las bases y principios para la efectiva coordinación entre sus integrantes. 

 

III. Aprobar, diseñar y promover políticas integrales en materia de fiscalización y control de recursos 

públicos, de prevención, detección, control, transparencia, rendición de cuentas y disuasión de faltas 

administrativas y hechos de corrupción, así como su evaluación periódica, ajuste y modificación. 
 

IV. Aprobar la metodología de los indicadores para la evaluación en materia de fiscalización, control de 

recursos públicos, transparencia y rendición de cuentas, con base en la propuesta que le someta a 

consideración la Secretaría Ejecutiva. 

 
V. Conocer el resultado de las evaluaciones que realice la Secretaría Ejecutiva y con base en las 

mismas, acordar las medidas a tomar o la modificación que corresponda realizar a las políticas 

integrales. 

 

VI. Requerir información a los entes públicos respecto del cumplimiento de la política estatal y las 

demás políticas integrales implementadas, así como recabar datos, observaciones y propuestas 
requeridas para su evaluación, revisión o modificación de conformidad con los indicadores generados 

para tales efectos. 

 

VII. Determinar e instrumentar los mecanismos, bases y principios para la coordinación con los Entes 

Públicos Fiscalizadores, de control y de prevención y disuasión de faltas administrativas y hechos de 
corrupción, en especial sobre las causas que los generan. 

 

VIII. Emitir un informe anual que contenga los avances y resultados del ejercicio de sus funciones y de 

la aplicación de políticas y programas estatales y municipales en la materia. 

Dicho informe será el resultado de las evaluaciones realizadas por la Secretaría Ejecutiva y será 

aprobado por la mayoría de los integrantes del Comité Coordinador, los cuales podrán realizar votos 
particulares, concurrentes o disidentes, sobre el mismo y deberán ser incluidos dentro del informe 

anual. 

 

IX. Emitir recomendaciones públicas no vinculantes a los entes públicos respectivos, debiendo dar 

seguimiento a las mismas en términos de la presente Ley. 
 

Lo anterior con el objeto de garantizar la adopción de medidas de fortalecimiento institucional dirigidas 

a la prevención de faltas administrativas y hechos de corrupción, así como para mejorar el desempeño 

de los Órganos internos de control. 

 

X. Establecer mecanismos de coordinación con los Sistemas Municipales Anticorrupción. 
 

XI. Determinar los mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y actualización de la 
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información que sobre estas materias generen los entes públicos competentes. 

 

XII. Establecer una Plataforma Digital Estatal, que integre y conecte los diversos sistemas electrónicos 
que posean datos e información necesaria para que el Comité Coordinador, pueda establecer políticas 

integrales, metodologías de medición y aprobar los indicadores necesarios para que se puedan evaluar 

las mismas, conforme las determinaciones de las leyes aplicables. 

 

XIII. Establecer una Plataforma Digital Estatal, que integre y conecte los diversos sistemas electrónicos 

que posean datos e información necesaria para que los entes públicos tengan acceso a los sistemas a 
que se refiere el Capítulo Octavo de la presente Ley. 

 

XIV. Celebrar los Convenios de Coordinación, Colaboración y Concertación necesarios para el 

cumplimiento de los fines del Sistema Estatal y Municipal Anticorrupción. 

 
XV. Promover el establecimiento de Lineamientos y Convenios de Cooperación entre las autoridades 

financieras y fiscales a nivel estatal y municipal, para facilitar a los entes públicos fiscalizadores la 

consulta expedita y oportuna a la información que resguardan relacionada con la investigación de 

faltas administrativas y hechos de corrupción en los que estén involucrados flujos de recursos 

económicos estatales y municipales, de conformidad con las leyes de transparencia, protección de 

datos personales y demás aplicables. 
 

XVI. Disponer las medidas necesarias para que los entes públicos competentes en la prevención, 

detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como en la 

fiscalización y control de recursos públicos, accedan a la información necesaria para el ejercicio de sus 

atribuciones, contenida en los sistemas que se conecten con la Plataforma Digital Estatal. 
 

XVII. Participar, conforme a las leyes de la materia, en los mecanismos de cooperación internacional 

para el combate a la corrupción, a fin de conocer y compartir las mejores prácticas internacionales, 

para colaborar en el combate global del fenómeno y en su caso, compartir a la comunidad 

internacional, las experiencias relativas a los mecanismos de evaluación de las políticas 

anticorrupción. 
 

XVIII. Las demás señaladas en otros ordenamientos jurídicos aplicables. 

 

Artículo 10. Son integrantes del Comité Coordinador, los siguientes: 

 
I. Un representante del Comité de Participación Ciudadana, quien lo presidirá. 

 

II. El titular del Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México. 

 

III. El titular de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción. 

 
IV. El titular de la Secretaría de la Contraloría del Gobierno del Estado de México. 

 

V. Un representante del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de México. 

 

VI. El Presidente del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 
Personales del Estado de México y Municipios. 

 

VII. El Presidente del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México. 

 

Artículo 11. Para el adecuado funcionamiento del Sistema Estatal Anticorrupción, la presidencia del 

Comité Coordinador, durará un año, la cual será rotativa entre los integrantes del Comité de 
Participación Ciudadana. 
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Artículo 12. Son atribuciones del Presidente del Comité Coordinador: 

 

I. Presidir las sesiones del Sistema Estatal Anticorrupción y del Comité Coordinador. 
 

II. Representar al Comité Coordinador. 

 

III. Convocar por medio del Secretario Técnico a sesiones. 

 

IV. Dar seguimiento a los acuerdos del Comité Coordinador, a través de la Secretaría Ejecutiva. 
 

V. Presidir el órgano de gobierno de la Secretaría Ejecutiva. 

 

VI. Proponer al órgano de gobierno de la Secretaría Ejecutiva el nombramiento del Secretario Técnico. 

 
VII. Informar a los integrantes del Comité Coordinador sobre el seguimiento de los acuerdos y 

recomendaciones adoptados en las sesiones. 

 

VIII. Presentar para su aprobación y publicar el informe anual de resultados del Comité Coordinador. 

 

IX. Presentar para su aprobación las recomendaciones en materia de combate a la corrupción. 
 

X. Aquéllas que establezcan las reglas de funcionamiento y organización interna del Comité 

Coordinador. 

 

Artículo 13. El Comité Coordinador, se reunirá en sesión ordinaria cada tres meses. 
 

El Secretario Técnico, podrá convocar a sesión extraordinaria a petición del Presidente del Comité 

Coordinador o previa solicitud formulada por la mayoría de los integrantes de dicho Comité. 

 

Para que el Comité Coordinador pueda sesionar es necesario que esté presente la mayoría de sus 

Integrantes. 
 

Para el desahogo de sus reuniones, el Comité Coordinador podrá invitar a los integrantes de los 

Sistemas Nacional y Municipal Anticorrupción, los órganos internos de control, los entes públicos, así 

como a las organizaciones de la sociedad civil. 

 
El Sistema Estatal Anticorrupción, sesionará previa convocatoria del Comité Coordinador, en los 

términos en que este último lo determine. 

 

Artículo 14. Las determinaciones se tomarán por mayoría de votos, salvo en los casos que esta Ley 

establezca mayoría calificada. 

 
El Presidente del Comité Coordinador, tendrá voto de calidad en caso de empate. Los integrantes de 

dicho Comité, podrán emitir voto particular de los asuntos que se aprueben en el seno del mismo. 

 

 

CAPÍTULO QUINTO 
DEL COMITÉ DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

 

Artículo 15. El Comité de Participación Ciudadana, tiene como objetivo coadyuvar, en términos de la 

presente Ley al cumplimiento de los objetivos del Comité Coordinador, así como ser la instancia de 

vinculación con las organizaciones sociales y académicas relacionadas con las materias del Sistema 

Estatal Anticorrupción. 
 

Artículo 16. El Comité de Participación Ciudadana estará integrado por cinco ciudadanos de probidad 
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y prestigio que se hayan destacado por su contribución a la transparencia, la rendición de cuentas o el 

combate a la corrupción. Sus integrantes deberán reunir los mismos requisitos que la presente Ley 

establece para ser nombrado Secretario Técnico. 
 

Los integrantes del Comité de Participación Ciudadana no podrán ocupar, durante el tiempo de su 

gestión, un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza, en los gobiernos federal, local o 

municipal, ni cualquier otro empleo que les impida el libre ejercicio de los servicios que prestarán al 

Comité de Participación Ciudadana y a la Comisión Ejecutiva. 

 
Durarán en su encargo cinco años sin posibilidad de reelección y serán renovados de manera 

escalonada y solo podrán ser removidos por alguna de las causas establecidas en la normatividad 

relativa a los actos de particulares vinculados con faltas administrativas graves. 

 

Artículo 17. Los integrantes del Comité de Participación Ciudadana, no tendrán relación laboral 
alguna por virtud de su encargo con la Secretaría Ejecutiva. El vínculo legal con la misma, así como su 

contraprestación, serán establecidos a través de Contratos de Prestación de Servicios por Honorarios, 

en los términos que determine el órgano de gobierno, por lo que no gozarán de prestaciones, 

garantizando así la objetividad en sus aportaciones a la Secretaría Ejecutiva. 

 

Los integrantes del Comité de Participación Ciudadana estarán sujetos al régimen de responsabilidades 
que determina la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México. 

 

En relación con el párrafo anterior le serán aplicables las obligaciones de confidencialidad, secrecía, 

resguardo de información y demás aplicables por el acceso que llegaren a tener a las plataformas 

digitales de la Secretaría Ejecutiva y demás información de carácter reservado y confidencial en los 
términos de las leyes de la materia. 

 

En la conformación del Comité de Participación Ciudadana, se procurará que prevalezca la equidad de 

género. 

 

Artículo 18. Los integrantes del Comité de Participación Ciudadana, serán nombrados conforme al 
procedimiento siguiente: 

 

I. La Legislatura Local constituirá una Comisión Estatal de Selección integrada por nueve mexiquenses 

por un periodo de tres años, de la siguiente manera: 

 
a) Convocará a las instituciones de educación superior y de investigación del Estado de México, para 

proponer candidatos a fin de integrar la Comisión Estatal de Selección, para lo cual deberán enviar los 

documentos que acrediten el perfil solicitado en la convocatoria, en un plazo no mayor a quince días 

hábiles, para seleccionar a cinco integrantes basándose en los elementos decisorios que se hayan 

plasmado en la convocatoria, tomando en cuenta que se hayan destacado por su contribución en 

materia de fiscalización, de rendición de cuentas y combate a la corrupción en la Entidad. 
 

b) Convocará a organizaciones de la sociedad civil especializadas en materia de fiscalización, de 

rendición de cuentas y combate a la corrupción, para seleccionar a cuatro integrantes, en los mismos 

términos del inciso anterior. 

 
El cargo de miembro de la Comisión Estatal de Selección será honorario. Quienes funjan como 

integrantes no podrán ser designados como parte del Comité de Participación Ciudadana por un 

periodo de seis años contados a partir de la disolución de la Comisión Estatal de Selección. 

 

II. La Comisión Estatal de Selección deberá emitir una convocatoria con el objeto de realizar una 

amplia consulta pública estatal dirigida a toda la sociedad en general para que presenten sus 
postulaciones de aspirantes a ocupar el cargo del Comité de Participación Ciudadana. 

 



 

 
LEY DEL SISTEMA ANTICORRUPCIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS 

28 

Para ello, definirá la metodología, plazos y criterios de selección de los integrantes del Comité de 

Participación Ciudadana y deberá hacerlo público, en donde deberá considerando al menos las 

siguientes características: 
 

a) El método de registro y evaluación de las y los aspirantes. 

 

b) Hacer pública la lista de los aspirantes. 

 

c) Hacer públicos los documentos que hayan sido entregados para su inscripción en versiones 
públicas. 

 

d) Hacer público el cronograma de audiencias. 

 

e) Podrán efectuarse audiencias públicas en las que se invitará a participar a investigadores, 
académicos y a organizaciones de la sociedad civil, especialistas en la materia. 

 

f) El plazo en que se deberá hacer la designación que al efecto se determine y que se tomará, en sesión 

pública, por el voto de la mayoría de sus integrantes 

 

En caso de generar vacantes imprevistas, el proceso de selección del nuevo integrante no podrá exceder 
el límite de noventa días hábiles y el ciudadano que resulte electo desempeñará el encargo por el 

tiempo restante de la vacante a ocupar. 

 

Artículo 19. Los integrantes del Comité de Participación Ciudadana se rotarán anualmente la 

representación ante el Comité Coordinador, atendiendo a la antigüedad que tengan en el desempeño de 
su encargo. 

 

De presentarse la ausencia temporal del representante, el Comité de Participación Ciudadana 

nombrará de entre sus integrantes a quien deba sustituirlo durante el tiempo de su ausencia. Esta 

suplencia no podrá ser mayor a dos meses. En caso que la ausencia sea mayor, ocupará su lugar por 

un periodo máximo de dos meses el miembro al cual le correspondería el periodo anual siguiente y así 
sucesivamente. 

 

Artículo 20. El Comité de Participación Ciudadana, sesionará previa convocatoria de su Presidente 

cuando así se requiera, o a petición de la mayoría de sus integrantes. 

 
Las decisiones se tomarán por mayoría de votos de los integrantes presentes y en caso de empate, se 

someterá de nueva cuenta a votación, de persistir el empate dicho asunto se abordará en la siguiente 

sesión. 

 

Artículo 21. El Comité de Participación Ciudadana tendrá las atribuciones siguientes: 

 
I. Aprobar sus normas de carácter interno. 

 

II. Elaborar su programa anual de trabajo. 

 

III. Aprobar el informe anual de las actividades que realice en cumplimiento a su programa anual de 
trabajo, mismo que deberá ser público. 

 

IV. Participar en la Comisión Ejecutiva en términos de la presente ley. 

 

V. Acceder sin ninguna restricción, por conducto del Secretario Técnico a la información que genere el 

Sistema Estatal Anticorrupción. 
 

VI. Opinar y elaborar propuestas a través de su participación en la Comisión Ejecutiva, sobre la 
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Política Estatal de la materia y las Políticas Integrales. 

 

VII. Proponer al Comité Coordinador a través de su participación en la Comisión Ejecutiva para su 
consideración: 

 

a) Proyectos de bases de coordinación interinstitucional e intergubernamental en las materias de 

fiscalización y control de recursos públicos, de prevención, control y disuasión de faltas 

administrativas y hechos de corrupción, en especial sobre las causas que los generan. 

 
b) Proyectos de mejora a los instrumentos, lineamientos y mecanismos para la operación de la 

Plataforma Digital Estatal. 

 

c) Proyectos de mejora a los instrumentos, lineamientos y mecanismos para el suministro, 

intercambio, sistematización y actualización de la información que generen las autoridades estatales y 
municipales competentes en las materias reguladas por la presente ley. 

 

d) Proyectos de mejora a los instrumentos, lineamientos y mecanismos requeridos para la operación 

del sistema electrónico estatal de quejas y denuncias. 

 

VIII. Proponer al Comité Coordinador a través de su participación en la Comisión Ejecutiva, 
mecanismos para que la sociedad participe en la prevención y denuncia de faltas administrativas y 

hechos de corrupción. 

 

IX. Llevar un registro voluntario de las organizaciones de la sociedad civil que deseen colaborar de 

manera coordinada con el Comité de Participación Ciudadana, para establecer una red de participación 
ciudadana, conforme a sus normas de carácter interno. 

 

X. Opinar o proponer a través de su participación en la Comisión Ejecutiva, indicadores y 

metodologías para la medición y seguimiento del fenómeno de la corrupción, así como para la 

evaluación del cumplimiento de los objetivos y metas de la Política Estatal en la materia, las Políticas 

Integrales y los programas y acciones que implementen las autoridades que conforman el Sistema 
Estatal y Municipal Anticorrupción. 

 

XI. Proponer mecanismos de articulación entre organizaciones de la sociedad civil, la academia y 

grupos ciudadanos. 

 
XII. Proponer reglas y procedimientos a través de los cuales se recibirán las peticiones, solicitudes y 

denuncias fundadas y motivadas que la sociedad civil pretenda hacer llegar a los Entes Públicos 

Fiscalizadores. 

 

XIII. Opinar sobre el Programa Anual de trabajo del Comité Coordinador. 

 
XIV. Realizar observaciones a través de su participación en la Comisión Ejecutiva, a los proyectos de 

informe anual del Comité Coordinador. 

 

XV. Proponer al Comité Coordinador a través de su participación en la Comisión Ejecutiva, la emisión 

de recomendaciones no vinculantes. 
 

XVI. Promover la colaboración con instituciones en la materia, con el propósito de elaborar 

investigaciones sobre las políticas públicas para la prevención, detección y combate de hechos de 

corrupción o faltas administrativas. 

 

XVII. Dar seguimiento al funcionamiento del Sistema Estatal Anticorrupción. 
 

XVIII. Proponer al Comité Coordinador, mecanismos para facilitar el funcionamiento de las instancias 
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de contraloría social existentes, así como para recibir directamente información generada por esas 

instancias y formas de participación ciudadana. 

 
Artículo 22. El Presidente del Comité de Participación Ciudadana, tendrá como atribuciones: 

 

I. Presidir las sesiones. 

 

II. Representar al Comité ante el Comité Coordinador. 

 
III. Preparar el orden de los temas a tratar. 

 

IV. Garantizar el seguimiento de los temas de las sesiones 

 

Artículo 23. El Comité de Participación Ciudadana, podrá solicitar al Comité Coordinador, la emisión 
de exhortos públicos cuando algún hecho de corrupción requiera de aclaración pública. 

 

Los exhortos tendrán por objeto requerir a las autoridades competentes información sobre la atención 

al asunto que se trate. 

 

 
CAPÍTULO SEXTO 

DE LA SECRETARÍA EJECUTIVA DEL SISTEMA ESTATAL ANTICORRUPCIÓN 

 

SECCIÓN PRIMERA 

DE SU ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO 
 

Artículo 24. La Secretaría Ejecutiva, es un organismo descentralizado, no sectorizado, con 

personalidad jurídica y patrimonio propio, con autonomía técnica y de gestión, mismo que tendrá su 

sede en la ciudad de Toluca de Lerdo. Contará con una estructura operativa para la realización de sus 

atribuciones, objetivos y fines. 

 
Artículo 25. La Secretaría Ejecutiva, tiene por objeto fungir como órgano de apoyo técnico del Comité 

Coordinador, a efecto de proveerle la asistencia técnica, así como los insumos necesarios para el 

desempeño de sus atribuciones, conforme a lo dispuesto en la presente Ley y demás ordenamientos 

aplicables. 

 
Artículo 26. El patrimonio de la Secretaría Ejecutiva, se integrará por: 

 

I. Los bienes que le sean transmitidos por el Gobierno del Estado de México, para el desempeño de sus 

funciones. 

 

II. Los recursos que le sean asignados anualmente en el Presupuesto de Egresos del Gobierno del 
Estado de México para el Ejercicio Fiscal correspondiente. 

 

III. Los demás bienes que, en su caso, le sean transferidos bajo cualquier otro título. 

 

Las relaciones de trabajo entre la Secretaría Ejecutiva y sus trabajadores, se rigen por la Ley del 
Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios. 

 

Artículo 27. La Secretaría Ejecutiva, contará con un órgano interno de control, cuyo titular será 

designado en términos de las disposiciones jurídicas aplicables y contará con la estructura que al 

efecto se determine. 

 
El órgano interno de control estará limitado en sus atribuciones al control y fiscalización de la 

Secretaría Ejecutiva, exclusivamente respecto de las materias siguientes: 
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I. Presupuesto. 

 
II. Contrataciones derivadas de la Ley de Contratación Pública del Estado de México y Municipios y 

del Código Administrativo del Estado de México. 

 

III. Conservación, uso, destino, afectación, enajenación y baja de bienes muebles e inmuebles. 

 

IV. Responsabilidades administrativas de Servidores públicos. 
 

V. Transparencia y acceso a la información pública en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública del Estado de México y Municipios. 

 

La Secretaría de la Contraloría del Gobierno del Estado de México y el órgano interno de control, como 
excepción a lo previsto de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México, no 

podrán realizar auditorías o investigaciones encaminadas a revisar aspectos distintos a los señalados 

expresamente en este artículo. 

 

Artículo 28. El órgano de gobierno, estará integrado por los integrantes del Comité Coordinador y será 

presidido por el Presidente del Comité de Participación Ciudadana. 
 

El órgano de gobierno, celebrará por lo menos cuatro sesiones ordinarias por año, además de las 

extraordinarias que se consideren convenientes para desahogar los asuntos de su competencia. Las 

sesiones serán convocadas por su Presidente o a propuesta de cuando menos cuatro integrantes de 

dicho órgano. 
 

Para poder sesionar válidamente el órgano de gobierno requerirá la asistencia de la mayoría de sus 

integrantes. Sus acuerdos, resoluciones y determinaciones se tomarán por mayoría de votos de los 

integrantes presentes, en caso de empate, el Presidente tendrá voto de calidad. 

 

Podrán participar con voz, pero sin voto aquellas personas que el órgano de gobierno, a través del 
Secretario Técnico, decida invitar en virtud de su probada experiencia en asuntos que sean de su 

competencia. 

 

Artículo 29. El órgano de gobierno, tendrá las atribuciones indelegables previstas en la Ley para la 

Coordinación y Control de Organismos Auxiliares del Estado de México. 
 

Asimismo, tendrá la atribución indelegable de nombrar y remover, por mayoría calificada de cinco 

votos, al Secretario Técnico, de conformidad con lo establecido en la presente Ley. 

 

 

SECCIÓN SEGUNDA 
DE LA COMISIÓN EJECUTIVA 

 

Artículo 30. La Comisión Ejecutiva, se integrará por: 

 

I. Un Secretario Técnico. 
 

II. Un Comité de Participación Ciudadana, con excepción de su Presidente en turno. 

 

Artículo 31. La Comisión Ejecutiva, tendrá a su cargo la generación de los insumos técnicos 

necesarios para que el Comité Coordinador, realice sus funciones, por lo que elaborará las siguientes 

propuestas para ser sometidas a la aprobación de dicho Comité: 
 

I. Las políticas integrales, en materia de prevención, control y disuasión de faltas administrativas y 
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hechos de corrupción, así como de fiscalización y control de los recursos públicos. 

 

II. La metodología, para medir y dar seguimiento, con base en indicadores objetivos y confiables, a los 
hechos de corrupción, así como a las Políticas Integrales, a que se refiere la fracción anterior. 

 

III. Los informes de las evaluaciones que someta a su consideración el Secretario Técnico respecto de 

las Políticas a que se refiere este artículo. 

 

IV. Los mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y actualización de la información en 
materia de fiscalización y control de los recursos públicos, de prevención, control y disuasión de faltas 

administrativas y hechos de corrupción. 

 

V. Las bases y principios para la efectiva coordinación de las autoridades a nivel estatal y municipal 

en materia de fiscalización y control de los recursos públicos. 
 

VI. El informe anual que contenga los avances y resultados del ejercicio de las funciones y de la 

aplicación de las políticas y programas en la materia. 

 

VII. Las recomendaciones no vinculantes que serán dirigidas a los entes públicos que se requieran, en 

virtud de los resultados advertidos en el informe anual, así como el informe de seguimiento que 
contenga los resultados sistematizados de la atención otorgada por las autoridades a dichas 

recomendaciones. 

 

VIII. Los Mecanismos de coordinación con el Sistema Nacional Anticorrupción, así como con los 

Sistemas Municipales Anticorrupción 
 

Artículo 32. La Comisión Ejecutiva, celebrará sesiones ordinarias y extraordinarias que serán 

convocadas por el Secretario Técnico, en los términos que establezca el Estatuto Orgánico de la 

Secretaría Ejecutiva. 

 

La Comisión Ejecutiva podrá invitar a las sesiones, a especialistas en los temas a tratar, los cuales 
contarán con voz, pero sin voto, mismos que serán previamente citados por el Secretario Técnico. 

 

Por las labores que realicen como integrantes de la Comisión Ejecutiva, los integrantes del Comité de 

Participación Ciudadana, no recibirán contraprestación adicional a la que se les otorgue por su 

participación en el Comité de Participación Ciudadana, de conformidad con lo establecido en esta Ley. 
 

La Comisión Ejecutiva podrá, en el ámbito de sus atribuciones, emitir los exhortos que considere 

necesarios a las autoridades integrantes del Comité Coordinador, a través del Secretario Técnico. 

 

 

SECCIÓN TERCERA 
DEL SECRETARIO TÉCNICO 

 

Artículo 33. El Secretario técnico, será nombrado y removido por el órgano de gobierno de la 

Secretaría Ejecutiva, con el voto favorable de cinco de sus integrantes. Durará cinco años en su 

encargo y no podrá ser reelegido. 
 

El Presidente del órgano de gobierno de la Secretaría Ejecutiva, previa aprobación del Comité de 

Participación Ciudadana, someterá a consideración de dicho órgano, una terna con las personas que 

cumplan con los requisitos para ser designado Secretario Técnico, de conformidad con lo establecido en 

la presente Ley. 

 
El Secretario Técnico, podrá ser removido por falta a su deber de diligencia, o bien por causa 

plenamente justificada a juicio del órgano de gobierno y por acuerdo obtenido por la votación señalada 
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en el presente artículo o bien, en los casos siguientes: 

 

I. Utilizar en beneficio propio o de terceros la documentación e información confidencial y reservada 
relacionada con las atribuciones que le corresponden, en términos de la presente Ley y demás 

disposiciones de la materia. 

 

II. Sustraer, destruir, ocultar o utilizar indebidamente la documentación e información que por razón 

de su cargo tenga a su cuidado o custodia con motivo del ejercicio de sus atribuciones. 

 
III. Incurrir en alguna falta administrativa grave o hecho de corrupción. 

 

Artículo 34. Para ser designado Secretario Técnico, se deberá cumplir con los requisitos siguientes: 

 

I. Ser ciudadano mexicano, en pleno goce y ejercicio de sus derechos civiles y políticos, con una 
residencia dentro del Estado de México efectiva de cinco años anteriores a la fecha de designación. 

 

II. Tener experiencia acreditada de al menos cinco años en materias de transparencia, evaluación, 

fiscalización, rendición de cuentas o combate a la corrupción. 

 

III. Tener más de treinta y cinco años de edad al día de la designación. 
 

IV. Tener título profesional de nivel licenciatura con antigüedad mínima de diez años al día de la 

designación, así como contar con los conocimientos y experiencia, relacionadas con la materia que 

regula la presente Ley que le permitan el desempeño de sus funciones. 

 
V. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por algún delito. 

 

VI. Presentar en los términos que dispongan las Leyes de la materia sus declaraciones de intereses, 

patrimonial y constancia de declaración fiscal de forma previa a su nombramiento. 

 

VII. No haber sido registrado como candidato ni haber desempeñado empleo, cargo alguno de elección 
popular en los últimos cuatro años anteriores a la designación. 

 

VIII. No desempeñar ni haber desempeñado empleo, cargo o comisión de dirección nacional o estatal o 

municipal de algún partido político en los últimos cuatro años anteriores a la designación. 

 
IX. No haber sido miembro, adherente o afiliado a algún partido político, durante los cuatro años 

anteriores a la fecha de emisión de la convocatoria. 

 

X. No ser Titular de alguna Secretaría u Organismo Auxiliar del Gobierno del Estado, Fiscal General de 

Justicia del Estado de México, Subsecretario en la Administración Pública Estatal, Consejero de la 

Judicatura Estatal, Presidente Municipal, Síndico Municipal o Secretario del Ayuntamiento, a menos 
que se haya separado de su cargo con un año de anterioridad al día de su designación. 

 

Artículo 35. Corresponde al Secretario Técnico, ejercer la dirección de la Secretaría Ejecutiva y contará 

con las facultades siguientes: 

 
I. Administrar y representar legalmente a la Secretaría Ejecutiva. 

 

II. Formular oportunamente los programas y acciones de corto, mediano y largo plazo, así como los 

presupuestos de la Secretaría Ejecutiva y presentarlos para su aprobación. Si dentro de los plazos 

correspondientes el Secretario Técnico no diere cumplimiento a estas obligaciones, sin perjuicio de la 

correspondiente responsabilidad, la Secretaría Ejecutiva procederá al desarrollo e integración de tales 
requisitos. 
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III. Formular los programas de organización que resulten necesarios para el cumplimiento de las 

funciones de la Secretaría Ejecutiva. 

 
IV. Proponer ante su órgano de gobierno los métodos o lineamientos que permitan el óptimo 

aprovechamiento de los bienes y recursos de la Secretaría Ejecutiva. 

 

V. Tomar las medidas pertinentes a fin que las funciones de la Secretaría Ejecutiva se realicen de 

manera articulada, congruente y eficaz. 

 
VI. Establecer los procedimientos para controlar la calidad de los insumos técnicos necesarios para 

que el Comité Coordinador realice sus funciones y elaborar las propuestas a que se refiere esta Ley. 

 

VII. Proponer al órgano de gobierno de la Secretaría Ejecutiva el nombramiento o la remoción de los 

dos primeros niveles de servidores de dicho organismo, la fijación de sueldos y demás prestaciones 
conforme al presupuesto autorizado. 

 

VIII. Recabar información y elementos estadísticos que reflejen el estado de las funciones de la 

Secretaría Ejecutiva para poder mejorar la gestión de la misma. 

 

IX. Establecer los sistemas de control necesarios para alcanzar las metas u objetivos propuestos. 
 

X. Presentar al órgano de gobierno de la Secretaría Ejecutiva el informe del desempeño de las 

actividades del organismo, incluido el ejercicio de los presupuestos, ingresos y egresos y los estados 

financieros correspondientes. En el informe y en los documentos de apoyo se cotejarán las metas 

propuestas y los compromisos asumidos en relación con los resultados alcanzados. 
 

XI. Establecer los mecanismos de evaluación que destaquen la eficiencia y la eficacia con que se 

desempeñe la Secretaría Ejecutiva y presentar a su órgano de gobierno por lo menos dos veces al año 

la evaluación de gestión correspondiente. 

 

XII. Ejecutar los acuerdos que dicte el órgano de gobierno de la Secretaría Ejecutiva. 
 

XIII. Suscribir, en su caso, los contratos colectivos e individuales que regulen las relaciones laborales 

de la Secretaría Ejecutiva con sus trabajadores. 

 

XIV. Las que señalen otras leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y demás disposiciones 
administrativas aplicables en la materia. 

 

Artículo 36. Adicionalmente el Secretario Técnico tendrá las funciones siguientes: 

 

I. Actuar como Secretario del Comité Coordinador y del Órgano de Gobierno de la Secretaría 

Ejecutiva. 
 

II. Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos y resoluciones emitidos por el Comité Coordinador y del 

órgano de gobierno de la Secretaría Ejecutiva. 

 

III. Registrar y certificar los acuerdos emitidos por el Comité Coordinador y el órgano de gobierno de la 
Secretaría Ejecutiva, así como de los instrumentos jurídicos que se generen, integrando el archivo 

correspondiente en términos de las disposiciones aplicables. 

 

IV. Elaborar los anteproyectos de metodologías, indicadores y políticas integrales, para ser discutidas 

en la Comisión Ejecutiva y en su caso, sometidas a la consideración del Comité Coordinador. 

 
V. Proponer a la Comisión Ejecutiva, las evaluaciones que se llevarán a cabo de las Políticas Integrales 

a que se refiere la fracción V del artículo 9 de la presente Ley y una vez aprobadas realizarlas. 
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VI. Realizar el trabajo técnico para la preparación de documentos que se llevarán como propuestas de 

acuerdo al Comité Coordinador, al órgano de gobierno de la Secretaría Ejecutiva y a la Comisión 
Ejecutiva. 

 

VII. Preparar el proyecto de calendario de los trabajos del Comité Coordinador, del órgano de gobierno 

de la Secretaría Ejecutiva y de la Comisión Ejecutiva. 

 

VIII. Elaborar los anteproyectos de Informes del Sistema Estatal Anticorrupción, someterlos a la 
revisión y observación de la Comisión Ejecutiva y remitirlos al Comité Coordinador para su aprobación. 

 

IX. Realizar estudios especializados en materias relacionadas con la prevención, detección y disuasión 

de hechos de corrupción y de faltas administrativas, fiscalización y control de recursos públicos, previo 

acuerdo del Comité Coordinador. 
 

X. Administrar las plataformas digitales que establecerá el Comité Coordinador en términos de esta 

Ley y conforme a la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, asegurando el acceso a las 

mismas de los integrantes del Comité Coordinador y la Comisión Ejecutiva. 

 

XI. Integrar los sistemas de información necesarios para que los resultados de las evaluaciones sean 
públicos y reflejen los avances o retrocesos en la política estatal anticorrupción. 

 

XII. Proveer a la Comisión Ejecutiva, los insumos necesarios para la elaboración de las propuestas a 

que se refiere la presente Ley. Para ello, podrá solicitar la información que estime pertinente para la 

realización de las actividades que le encomienda esta Ley, de oficio o a solicitud de los integrantes de la 
Comisión Ejecutiva. 

 

 

CAPÍTULO SÉPTIMO 

DEL SISTEMA ESTATAL DE FISCALIZACIÓN 

 
Artículo 37. El Sistema Estatal de Fiscalización tiene por objeto establecer acciones y mecanismos de 

coordinación entre los integrantes del mismo, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

promoverán el intercambio de información, mecanismos, estrategias, ideas y experiencias encaminadas 

a avanzar en el desarrollo de la fiscalización de los recursos públicos. 

 
Son integrantes del Sistema Estatal de Fiscalización: 

 

I. El Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México. 

 

II. La Contraloría del Poder Legislativo del Estado de México. 

 
III. La Secretaría de la Contraloría del Gobierno del Estado de México. 

 

IV. Las Contralorías Municipales 

 

Artículo 38. Para el cumplimiento del objeto a que se refiere el artículo anterior los integrantes del 
Sistema Estatal de Fiscalización deberán: 

 

I. Establecer un sistema electrónico congruente con el establecido a nivel nacional, en términos de la 

presente Ley, que permita ampliar la cobertura e impacto de la fiscalización de los recursos estatales y 

municipales, a través de la construcción de un modelo de coordinación entre la Federación, el Estado y 

sus Municipios. 
 

II. Informar al Comité Coordinador, sobre los avances en la fiscalización de los recursos estatales y 
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municipales. 

 

Todos los entes públicos fiscalizadores y fiscalizados apoyarán en todo momento al Sistema Estatal de 
Fiscalización para la implementación de mejoras para la fiscalización de los recursos estatales y 

municipales. 

 

Artículo 39. El Sistema Estatal de Fiscalización contará con un Comité Rector conformado por las 

autoridades siguientes: 

 
I. El Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México. 

 

II. La Contraloría del Poder Legislativo del Estado de México. 

 

III. La Secretaría de la Contraloría del Gobierno del Estado de México. 
 

IV. Siete integrantes rotatorios de las contralorías municipales, los cuales serán elegidos por periodos 

de dos años, previo consenso del Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México, la Contraloría 

del Poder Legislativo y la Secretaría de la Contraloría. 

 

El Comité Rector será presidido de manera tripartita por el Auditor Superior de Fiscalización, el 
Contralor del Poder Legislativo y el Secretario de la Contraloría del Gobierno del Estado de México, o 

por los representantes que respectivamente éstos designen. 

 

Artículo 40. Para el ejercicio de las competencias del Sistema Estatal de Fiscalización, en materia de 

fiscalización y control de los recursos públicos, el Comité Rector ejecutará, acorde con el Sistema 
Nacional de Fiscalización, las acciones siguientes: 

 

I. El diseño, aprobación y promoción de políticas integrales en la materia. 

 

II. La instrumentación de mecanismos de coordinación entre todos los integrantes del Sistema Estatal 

de Fiscalización. 
 

III. La integración e instrumentación de mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y 

actualización de la información que en materia de fiscalización y control de recursos públicos generen 

las instituciones competentes en dichas materias. 

 
Artículo 41. El Comité Rector, podrá invitar a participar en actividades específicas del Sistema Estatal 

de Fiscalización, a los Órganos internos de control, así como cualquier otra instancia que realice 

funciones de control, auditoría y fiscalización de recursos públicos. 

 

Artículo 42. Los integrantes del Sistema Estatal de Fiscalización, deberán homologar los procesos, 

procedimientos, técnicas, criterios, estrategias, programas y normas profesionales en materia de 
auditoría y fiscalización de los recursos estatales y municipales. 

 

Asimismo, el Sistema Estatal de Fiscalización, aplicará las normas profesionales homologadas 

aplicables a la actividad de fiscalización de los recursos públicos, las cuales serán obligatorias para 

todos los integrantes del mismo, en lo que no se oponga a las emitidas por el Sistema Nacional de 
Fiscalización. 

 

Artículo 43. Conforme a los lineamientos que emita el Comité Rector, para la mejora institucional en 

materia de fiscalización, así como derivado de las reglas específicas contenidas en los códigos de ética y 

demás lineamientos de conducta, los integrantes del Sistema Estatal de Fiscalización, implementarán 

las medidas aprobadas por el mismo para el fortalecimiento y profesionalización del personal de los 
órganos de fiscalización. 
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Para tal fin, el Sistema Estatal de Fiscalización fomentará el establecimiento de un programa de 

capacitación coordinado y permanente, que permita incrementar la calidad profesional del personal 

auditor y mejorar los resultados de la auditoría y fiscalización de los recursos públicos. 
 

Artículo 44. El Sistema Estatal de Fiscalización propiciará el intercambio de información que coadyuve 

al desarrollo de sus respectivas funciones, conforme a lo dispuesto en la presente Ley. 

 

Artículo 45. Los integrantes del Sistema Estatal de Fiscalización en el ámbito de sus respectivas 

facultades y atribuciones: 
 

I. Identificarán áreas comunes de auditoría y fiscalización de los recursos públicos, para que 

contribuyan a la definición de sus respectivos programas anuales de trabajo y el cumplimiento de los 

mismos de manera coordinada. 

 
II. Revisarán los ordenamientos legales que regulan su actuación, para que, en su caso, realicen 

propuestas de mejora a los mismos que permitan un mayor impacto en el combate a la corrupción. 

 

III. Elaborarán y adoptarán un marco de referencia que contenga criterios generales para la 

prevención, detección y disuasión de actos de corrupción e incorporar las mejores prácticas para 

fomentar la transparencia y rendición de cuentas en la gestión gubernamental estatal. 
 

Artículo 46. Para el fortalecimiento del Sistema Estatal de Fiscalización, sus integrantes atenderán las 

directrices siguientes: 

 

I. La coordinación de trabajo efectiva. 
 

II. El fortalecimiento institucional. 

 

III. Evitar duplicidades y omisiones en el trabajo de los órganos de fiscalización, en un ambiente de 

profesionalismo y transparencia. 

 
IV. Mayor cobertura de la fiscalización de los recursos públicos. 

 

V. Emitir información relevante en los reportes de auditoría y fiscalización, con lenguaje sencillo y 

accesible, que contribuya a la toma de decisiones públicas, la mejora de la gestión gubernamental 

estatal y que el ciudadano común conozca cómo se gasta el dinero de sus impuestos, así como la 
máxima publicidad en los resultados de la fiscalización. 

 

Corresponderá al Comité Rector aplicar las normas que regulen su funcionamiento, conforme al 

Sistema Nacional de Fiscalización. 

 

Artículo 47. Los integrantes del Sistema Estatal de Fiscalización, celebrarán reuniones ordinarias 
cada seis meses y extraordinarias cuantas veces sea necesario, a fin de dar seguimiento al 

cumplimiento de los objetivos y acciones planteados en la presente Ley y demás legislación aplicable. 

Para ello, podrán valerse de las tecnologías de la información y comunicación que resulten pertinentes. 

 

 
CAPÍTULO OCTAVO 

DE LA PLATAFORMA DIGITAL ESTATAL 

 

Artículo 48. El Comité Coordinador, emitirá las bases y/o lineamientos para el funcionamiento de la 

Plataforma Digital Estatal que en congruencia con el Sistema Nacional Anticorrupción permita cumplir 

con los procedimientos, obligaciones y disposiciones a cargo de los sujetos establecidos en la presente 
Ley y la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios, atendiendo, 

además, a las necesidades de accesibilidad de los usuarios. 
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La Plataforma Digital Estatal será administrada por el Secretario Técnico en los términos que establece 

la presente Ley. 
 

Artículo 49. La Plataforma Digital Estatal estará conformada por la información que a la misma 

incorporen los integrantes del Sistema Estatal Anticorrupción, así como del Sistema Municipal 

Anticorrupción y contará al menos, con los sistemas electrónicos siguientes: 

 

I. Sistema de evolución patrimonial, de declaración de intereses y constancia de presentación de la 
declaración fiscal. 

 

II. Sistema de los servidores públicos que intervengan en procedimientos de contrataciones públicas. 

 

III. Sistema de servidores públicos y particulares sancionados. 
 

IV. Sistema de información y comunicación del Sistema Estatal Anticorrupción y del Sistema Estatal 

de Fiscalización. 

 

V. Sistema de denuncias públicas de faltas administrativas y hechos de corrupción. 

 
VI. Sistema de Información Pública de Contrataciones. 

 

Artículo 50. Los integrantes de los Sistemas Estatal y Municipal Anticorrupción, promoverán la 

publicación de la información contenida en la Plataforma Digital Estatal correspondiente, en formato 

de datos abiertos, de conformidad con lo que dispone la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de México y Municipios y demás normatividad aplicable. 

 

El Sistema Estatal Anticorrupción, establecerá las medidas necesarias para garantizar la estabilidad y 

seguridad de la Plataforma Digital Estatal, promoviendo la homologación de procesos, y la simplicidad 

del uso de los sistemas electrónicos por parte de los usuarios. 

 
Artículo 51. Los sistemas de evolución patrimonial y de declaración de intereses, así como de los 

servidores públicos que intervengan en procedimientos de contrataciones públicas, operarán en los 

términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios. 

 

El sistema de información pública de contrataciones contará con la información pública que remitan 
las autoridades competentes al Comité Coordinador a solicitud de éste, para el ejercicio de sus 

funciones y los objetivos de esta Ley. 

 

Artículo 52. El Sistema de servidores públicos estatales y municipales, así como de particulares 

sancionados tiene como finalidad que las sanciones impuestas a servidores públicos y particulares por 

la comisión de faltas administrativas en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas del 
Estado de México y Municipios y hechos de corrupción en términos del Código Penal del Estado de 

México, queden inscritas dentro del mismo y su consulta deberá estar al alcance de las autoridades 

cuya competencia lo requiera. 

 

Artículo 53. Las sanciones impuestas por faltas administrativas graves serán del conocimiento público 
cuando éstas contengan impedimentos o inhabilitaciones para ser contratados como servidores 

públicos o como prestadores de servicios o contratistas del sector público, en términos de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios. 

 

Los registros de las sanciones relativas a responsabilidades administrativas no graves, quedarán 

registradas para efectos de eventual reincidencia, pero no serán públicas. 
 

Artículo 54. El Sistema de información y comunicación del Sistema Estatal Anticorrupción y del 
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Sistema Estatal de Fiscalización, será la herramienta digital que permita centralizar la información de 

todos los órganos integrantes de los mismos, incluidos los órdenes federal y municipal. 

 
Artículo 55. El sistema de información y comunicación del Sistema Estatal Anticorrupción y del 

Sistema Estatal de Fiscalización deberá contemplar, la información siguiente: 

 

I. Los programas anuales de auditorías de los órganos de fiscalización estatal y municipal. 

 

II. Los informes que en términos de las disposiciones jurídicas aplicables deben ser públicos. 
 

III. La base de datos que permita el adecuado intercambio de información entre los integrantes del 

Sistema Estatal de Fiscalización. 

 

El funcionamiento de dicho sistema de información a que hace alusión el presente artículo se sujetará 
a las bases que emita el Comité Coordinador, respecto a la Plataforma Digital Estatal. 

 

Artículo 56. El sistema de denuncias públicas de faltas administrativas y hechos de corrupción, será 

establecido de acuerdo a lo que determine el Comité Coordinador y será implementado por las 

autoridades que resulten competentes. 

 
 

CAPÍTULO NOVENO 

DE LAS RECOMENDACIONES DEL COMITÉ COORDINADOR 

 

Artículo 57. El Secretario Técnico, solicitará a los integrantes del Comité Coordinador, toda la 
información que estime necesaria para la integración del contenido del informe anual que deberá rendir 

dicho Comité, incluidos los proyectos de recomendaciones. 

 

Asimismo, solicitará al Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México y los Órganos internos 

de control de los entes públicos que presenten un informe detallado del porcentaje de los 

procedimientos iniciados que culminaron con una sanción firme y a cuánto ascienden, en su caso, las 
indemnizaciones efectivamente cobradas durante el periodo del informe. 

 

Los informes serán integrados al informe anual del Comité Coordinador, como anexos. 

 

Una vez culminada la elaboración del informe anual, se someterá para su aprobación ante dicho 
Comité. 

 

El informe anual a que se refiere el párrafo anterior, será aprobado como máximo treinta días hábiles 

previos a que concluya el periodo anual de la presidencia del Comité Coordinador. 

 

En los casos en que del informe anual se desprendan recomendaciones, el Presidente del Comité 
Coordinador, instruirá al Secretario Técnico, para que, a más tardar en el término de quince días 

hábiles posteriores a que haya sido aprobado el informe, las haga del conocimiento de las autoridades 

a las que se dirigen. 

 

En un plazo que no exceda de treinta días hábiles, dichas autoridades podrán solicitar las aclaraciones 
y precisiones que estimen pertinentes en relación con el contenido de las recomendaciones. 

 

Artículo 58. Las recomendaciones no vinculantes que emita el Comité Coordinador a los entes 

públicos, serán públicas y de carácter institucional y estarán enfocadas al fortalecimiento de los 

procesos, mecanismos, organización, normas, así como acciones u omisiones que deriven del informe 

anual que presente el Comité Coordinador. 
 

Las recomendaciones serán aprobadas por mayoría de los integrantes del Comité Coordinador. 
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Artículo 59. Las recomendaciones deberán recibir respuesta fundada y motivada por parte de las 

autoridades a las que se dirijan, en un término que no exceda los quince días hábiles a partir de su 
recepción, tanto en los casos en que se determine su aceptación, como en aquéllos en que decidan 

rechazarlas. En caso de aceptarlas, dichas autoridades deberán informar al Comité Coordinador, las 

acciones y medidas de atención concretas que se tomarán para darles cumplimiento. 

 

Toda la información relacionada con la emisión, aceptación, rechazo, cumplimiento y supervisión de las 

recomendaciones deberá estar contemplada en los informes anuales del Comité Coordinador. 
 

Artículo 60. En caso que el Comité Coordinador considere que las medidas de atención a la 

recomendación no están justificadas con suficiencia, que la autoridad destinataria no realizó las 

acciones necesarias para su debida implementación o cuando ésta sea omisa en los informes a que se 

refieren los artículos anteriores, podrá solicitar a dicha autoridad la información que considere 
relevante. 

 

 

CAPÍTULO DÉCIMO 

DEL SISTEMA MUNICIPAL ANTICORRUPCIÓN 

 
Artículo 61. El Sistema Municipal Anticorrupción es la instancia de coordinación y coadyuvancia con 

el Sistema Estatal Anticorrupción, que concurrentemente tendrá por objeto establecer principios, bases 

generales, políticas públicas, acciones y procedimientos en la prevención, detección y sanción de faltas 

administrativas, actos y hechos de corrupción, así como coadyuvar con las autoridades competentes en 

la fiscalización y control de recursos públicos en el ámbito municipal. 
 

Artículo 62. El Sistema Municipal Anticorrupción se integrará por: 

 

I. Un Comité Coordinador Municipal. 

 

II. Un Comité de Participación Ciudadana. 
 

Artículo 63. El Comité Coordinador Municipal se integrará por: 

 

I. El titular de la contraloría municipal. 

 
II. El titular de la unidad de transparencia y acceso a la información del municipio. 

 

III. Un representante del Comité de Participación Ciudadana Municipal, quien lo presidirá. 

 

Artículo 64. Son facultades del Comité Coordinador Municipal, las siguientes: 

 
I. El establecimiento de mecanismos de coordinación y armonización con el Sistema Estatal 

Anticorrupción. 

 

II. El diseño y promoción de políticas integrales en materia de prevención, control y disuasión de faltas 

administrativas y hechos de corrupción. 
 

III. Actualización y difusión de la información que sobre estas materias generen las instituciones 

competentes de los órdenes de gobierno. 

 

IV. La elaboración de un informe anual que contenga los avances y resultados del ejercicio de sus 

funciones y de la aplicación de políticas y programas en la materia. 
 

V. Elaboración y entrega de un informe anual al Comité Coordinador del Sistema Estatal 
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Anticorrupción de las acciones realizadas, las políticas aplicadas y del avance de éstas con respecto del 

ejercicio de sus funciones, además informar al mismo Comité de la probable comisión de hechos de 

corrupción y faltas administrativas para que en su caso, emita recomendaciones no vinculantes a las 
autoridades competentes, a fin de adoptar medidas dirigidas al fortalecimiento institucional para la 

prevención y erradicación de tales conductas. 

 

VI. Las demás señaladas en otros ordenamientos jurídicos aplicables. 

 

Artículo 65. Son atribuciones del Presidente del Comité Coordinador Municipal: 
 

I. Presidir las sesiones del Sistema Municipal Anticorrupción y del Comité Coordinador Municipal. 

 

II. Representar al Comité Coordinador Municipal. 

 
III. Convocar a sesiones. 

 

IV. Dar seguimiento a los acuerdos del Comité Coordinador Municipal. 

 

V. Informar a los integrantes del Comité Coordinador Municipal sobre el seguimiento de los acuerdos 

adoptados en las sesiones. 
 

VI. Someter a su consideración los mecanismos de coordinación y armonización con el Sistema Estatal 

Anticorrupción. 

 

VII. Presentar para su aprobación el diseño y promoción de políticas integrales en materia de 
prevención, control y disuasión de faltas administrativas y hechos de corrupción. 

 

VIII. Actualizar y difundir la información que sobre estas materias generen las instituciones 

competentes de los órdenes de gobierno. 

 

IX. Presentar para su aprobación el informe anual de resultados del Comité Coordinador Municipal, 
que contenga los avances y resultados del ejercicio de sus funciones y de la aplicación de políticas y 

programas en la materia. 

 

X. Presentar para su aprobación y entregar al Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción 

el informe anual de las acciones realizadas, las políticas aplicadas y del avance de éstas con respecto 
del ejercicio de sus funciones. 

 

XI. Informar al Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción de la probable comisión de 

hechos de corrupción y faltas administrativas para que, en su caso, emita recomendaciones no 

vinculantes a las autoridades competentes, a fin de adoptar medidas dirigidas al fortalecimiento 

institucional para la prevención y erradicación de tales conductas. 
 

XII. Aquéllas que establezcan las reglas de funcionamiento y organización interna del Comité 

Coordinador Municipal. 

 

XIII. Las demás señaladas en otros ordenamientos jurídicos aplicables. 
 

Artículo 66. El Comité Coordinador Municipal, se reunirá en sesión ordinaria cada tres meses. 

 

El Presidente, podrá convocar a sesión extraordinaria previa solicitud formulada por la mayoría de los 

integrantes de dicho Comité. 

 
Para que el Comité Coordinador Municipal pueda sesionar es necesario que estén presentes todos sus 

Integrantes. 
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Para el desahogo de sus reuniones, el Comité Coordinador Municipal podrá invitar a los integrantes del 

Sistema Estatal Anticorrupción, así como a las organizaciones de la sociedad civil. 
 

El Sistema Municipal Anticorrupción, sesionará previa convocatoria del Comité Coordinador Municipal, 

en los términos en que este último lo determine. 

 

Artículo 67. Las determinaciones se tomarán por mayoría de votos, salvo en los casos que esta Ley 

establezca mayoría calificada. 
 

Artículo 68. El Comité de Participación Ciudadana Municipal, tiene como objetivo coadyuvar, en 

términos de la presente Ley al cumplimiento de los objetivos del Comité Coordinador Municipal, así 

como ser la instancia de vinculación con las organizaciones sociales y académicas relacionadas con las 

materias del Sistema Municipal Anticorrupción. 
 

Artículo 69. El Comité de Participación Ciudadana Municipal se integrará por tres ciudadanos que se 

hayan destacado por su contribución al combate a la corrupción, de notoria buena conducta y 

honorabilidad manifiesta. 

 

Artículo 70. Los integrantes del Comité de Participación Ciudadana Municipal, no podrán ocupar 
durante el tiempo de su gestión un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza, en los gobiernos 

federal, local o municipal, ni cualquier otro empleo que les impida el libre ejercicio de los servicios que 

prestarán en dicho Comité. 

 

Durarán en su encargo tres años sin posibilidad de reelección, serán renovados de manera escalonada 
y solo podrán ser removidos por alguna de las causas establecidas en la normatividad relativa a los 

actos de particulares vinculados con faltas administrativas graves. 

 

Artículo 71. Los miembros del Comité de Participación Ciudadana Municipal, no tendrán relación 

laboral alguna por virtud de su encargo en el Comité Coordinador Municipal, sin embargo, su 

contraprestación se determinará a través de contratos de prestación de servicios por honorarios, en 
términos de lo que establezca el Comité Coordinador Municipal, por lo que no gozarán de prestaciones, 

garantizando así la objetividad en sus aportaciones. 

 

Los integrantes del Comité de Participación Ciudadana Municipal estarán sujetos al régimen de 

responsabilidades que señala la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y 
Municipios y le serán aplicables las obligaciones de confidencialidad, secrecía y resguardo de 

información que establezcan las leyes aplicables. 

 

En la conformación del Comité de Participación Ciudadana Municipal, se procurará que prevalezca la 

equidad de género. 

 
Artículo 72. Los integrantes del Comité de Participación Ciudadana Municipal, serán nombrados 

conforme al procedimiento siguiente: 

 

I. El Ayuntamiento constituirá una Comisión de Selección Municipal, integrada por cinco mexiquenses 

por un periodo de dieciocho meses, de la siguiente manera: 
 

a) Convocará a las instituciones de educación e investigación del Municipio para proponer candidatos 

a fin de conformar la Comisión de referencia, para lo cual deberán enviar los documentos que acrediten 

el perfil solicitado en la convocatoria, en un plazo no mayor a quince días hábiles para seleccionar a 

tres integrantes, basándose en los elementos decisorios que se hayan plasmado en la convocatoria, 

tomando en cuenta que se hayan destacado por su contribución en materia de fiscalización, de 
rendición de cuentas y combate a la corrupción. 
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b) Convocará a organizaciones de la sociedad civil o en su caso, personas con conocimientos en 

materia de fiscalización, de rendición de cuentas y combate a la corrupción para seleccionar a dos 

integrantes, en los mismos términos del inciso anterior. 
 

El cargo de miembro de la Comisión de Selección Municipal será honorario. 

 

Quienes funjan como integrantes no podrán ser designados como integrantes del Comité de 

Participación Ciudadana Municipal, por un periodo de tres años contados a partir de la disolución de 

la Comisión de Selección Municipal. 
 

II. La Comisión de Selección Municipal deberá emitir una convocatoria con el objeto de realizar 

consulta pública municipal para que presenten sus postulaciones de aspirantes a ocupar el cargo. 

 

Para ello, definirá la metodología, plazos y criterios de selección de los integrantes del Comité de 
Participación Ciudadana Municipal y deberá hacerlo público, en donde deberá considerar al menos las 

siguientes características: 

 

a) El método de registro y evaluación de los aspirantes. 

b) Hacer pública la lista de los aspirantes. 

c) Hacer públicos los documentos que hayan sido entregados para su inscripción en versiones 
públicas. 

d) Hacer público el cronograma de audiencias. 

e) Podrán efectuarse audiencias públicas en las que se invitará a participar a investigadores, 

académicos y a organizaciones de la sociedad civil, especialistas en la materia. 

f) El plazo en que se deberá hacer la designación que al efecto se determine y que se tomará, en sesión 
pública, por el voto de la mayoría de sus miembros. 

 

En caso de generar vacantes imprevistas, el proceso de selección del nuevo integrante no podrá exceder 

el límite de cuarenta y cinco días hábiles y el ciudadano que resulte electo desempeñará el encargo por 

el tiempo restante de la vacante a ocupar. 

 
Artículo 73. Los participantes en el Comité de Participación Ciudadana Municipal se rotarán 

anualmente la representación ante el Comité Coordinador Municipal, atendiendo a la antigüedad que 

tengan en el Comité de Participación Ciudadana Municipal. 

 

De presentarse la ausencia temporal del representante, el Comité de Participación Ciudadana 
Municipal, nombrará de entre sus integrantes a quien deba sustituirlo durante el tiempo de su 

ausencia. Esta suplencia no podrá ser mayor a dos meses. En caso que la ausencia sea mayor, 

ocupará su lugar por un periodo máximo de dos meses el miembro al cual le correspondería el periodo 

anual siguiente y así sucesivamente 

 

Artículo 74. El Comité de Participación Ciudadana Municipal, sesionará previa convocatoria de su 
Presidente cuando así se requiera, a petición de la mayoría de sus integrantes. 

 

Las decisiones se tomarán por mayoría de votos de los integrantes presentes y en caso de empate, se 

someterá de nueva cuenta a votación, de persistir el empate dicho asunto se abordará en la siguiente 

sesión. 
 

Artículo 75. El Comité de Participación Ciudadana Municipal tendrá las atribuciones siguientes: 

 

I. Aprobar sus normas de carácter interno. 

 

II. Elaborar su programa anual de trabajo. 
 

III. Aprobar el informe anual de las actividades que realice en cumplimiento a su programa anual de 
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trabajo, mismo que deberá ser público. 

 

IV. Proponer al Comité Coordinador Municipal para su consideración: 
 

a) Proyectos de bases de coordinación interinstitucional e intergubernamental en las materias de 

fiscalización y control de recursos públicos, de prevención, control y disuasión de faltas 

administrativas y hechos de corrupción, en especial sobre las causas que los generan. 

 

b) Proyecto de mejora a los instrumentos, lineamientos y mecanismos para el suministro, intercambio, 
sistematización y actualización de la información que generen las autoridades municipales 

competentes en las materias reguladas por la presente ley. 

 

c) Proyectos de mejora a los instrumentos, lineamientos y mecanismos requeridos para la operación 

del sistema electrónico municipal de quejas y denuncias. 
 

V. Proponer al Comité Coordinador Municipal mecanismos para que la sociedad participe en la 

prevención y denuncia de faltas administrativas y hechos de corrupción. 

 

VI. Llevar un registro voluntario de las organizaciones de la sociedad civil que deseen colaborar de 

manera coordinada con el Comité de Participación Ciudadana Municipal, para establecer una red de 
participación ciudadana, conforme a sus normas de carácter interno. 

 

VII. Opinar o proponer al Comité Coordinador Municipal, indicadores y metodologías para la medición 

y seguimiento del fenómeno de la corrupción, así como para la evaluación del cumplimiento de los 

objetivos y metas de la Política Municipal en la materia, las Políticas Integrales y los programas y 
acciones que implementen las autoridades que conforman el Sistema Estatal Anticorrupción. 

 

VIII. Proponer mecanismos de articulación entre organizaciones de la sociedad civil, instituciones 

académicas y grupos ciudadanos. 

 

IX. Proponer reglas y procedimientos a través de los cuales se recibirán las peticiones, solicitudes y 
denuncias fundadas y motivadas que la sociedad civil pretenda hacer llegar al Órgano Superior de 

Fiscalización del Estado de México y a los Entes Públicos Fiscalizadores. 

 

X. Opinar sobre el Programa Anual de trabajo del Comité Coordinador Municipal. 

 
XI. Realizar observaciones a los proyectos de informe anual del Comité Coordinador Municipal. 

 

XII. Promover la colaboración con instituciones en la materia, con el propósito de elaborar 

investigaciones sobre las políticas públicas para la prevención, detección y combate de hechos de 

corrupción o faltas administrativas. 

 
XIII. Dar seguimiento al funcionamiento del Sistema Municipal Anticorrupción. 

 

XIV. Proponer al Comité Coordinador Municipal, mecanismos para facilitar el funcionamiento de las 

instancias de contraloría social existentes, así como para recibir directamente información generada 

por esas instancias y formas de participación ciudadana. 
 

Artículo 76. El Presidente del Comité de Participación Ciudadana Municipal, tendrá como 

atribuciones: 

 

I. Presidir las sesiones. 

 
II. Representar al Comité de Participación Ciudadana ante el Comité Coordinador, ambos del Sistema 

Municipal Anticorrupción. 
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III. Preparar el orden de los temas a tratar. 

 
IV. Garantizar el seguimiento de los temas de las sesiones. 

 

Artículo 77. El Comité de Participación Ciudadana Municipal, podrá solicitar al Comité Coordinador 

Municipal, la emisión de exhortos públicos cuando algún hecho de corrupción requiera de aclaración 

pública. 

 
Los exhortos tendrán por objeto requerir a las autoridades competentes información sobre la atención 

al asunto de que se trate. 

 

Artículo 78. Conforme a las disposiciones que el Sistema Estatal Anticorrupción establezca, el Comité 

Coordinador Municipal, realizará las acciones necesarias para registrar en la Plataforma Digital 
Estatal, la información que en el ámbito de su competencia se genere en las materias de: 

 

I. Evolución patrimonial, de declaración de intereses y constancia de presentación de declaración 

fiscal. 

 

II. Servidores públicos que intervengan en los procedimientos de contrataciones públicas. 
 

III. Servidores públicos y particulares sancionados. 

 

IV. Denuncias públicas de faltas administrativas y hechos de corrupción. 

 
V. Información pública de contrataciones. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno”. 

 
SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial “Gaceta del Gobierno”, con excepción de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado 

de México y Municipios y la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, 

que entrarán en vigor el 19 de julio de 2017. 

 
TERCERO. Dentro de los noventa días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, 

la Legislatura del Estado deberá designar a los integrantes de la Comisión Estatal de Selección. 

 

La Comisión Estatal de Selección, nombrará a los integrantes del Comité de Participación Ciudadana, 

en los términos siguientes. 

 
I. Un integrante que durará en su encargo un año, a quién corresponderá la representación del 

Comité de Participación Ciudadana ante el Comité Coordinador. 

 

II. Un integrante que durará en su encargo dos años. 

 
III. Un integrante que durará en su encargo tres años. 

 

IV. Un integrante que durará en su encargo cuatro años. 

 

V. Un integrante que durará en su encargo cinco años. 

 
CUARTO. El Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción, se instalará en un plazo no 

mayor a sesenta días naturales posteriores a que se haya integrado en su totalidad el Comité de 
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Participación Ciudadana. 

 

QUINTO. Dentro de los noventa días hábiles posteriores a su instalación el Comité Coordinador del 
Sistema Estatal Anticorrupción emitirá sus Reglas de Funcionamiento y Organización Interna, así 

como las bases a las que se ajustarán los Comités Coordinadores del Sistema Municipal 

Anticorrupción. 

 

SEXTO. La Secretaría Ejecutiva deberá iniciar operaciones a más tardar a los sesenta días naturales 

siguientes a la sesión de instalación del Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción. 
 

Para tal efecto, el Ejecutivo Estatal proveerá los recursos humanos, financieros y materiales 

correspondientes en términos de las disposiciones aplicables. 

 

SÉPTIMO. La Secretaría Técnica expedirá su estatuto orgánico dentro de los noventa días hábiles a 
partir del inicio de sus operaciones. 

 

OCTAVO. Dentro de los noventa días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, 

los Ayuntamientos del Estado deberán designar a los integrantes de la Comisión de Selección 

Municipal. 

 
La Comisión de Selección Municipal, nombrará a los Integrantes del Comité de Participación 

Ciudadana Municipal, en los términos siguientes. 

 

I. Un integrante que durará en su encargo un año, a quién corresponderá la representación del 

Comité de Participación Ciudadana ante el Comité Coordinador, ambos del Sistema Municipal 
Anticorrupción. 

 

II. Un integrante que durará en su encargo dos años. 

 

III. Un integrante que durará en su encargo tres años. 

 
El Comité Coordinador Municipal, se instalará en un plazo no mayor a sesenta días naturales 

posteriores a que se haya integrado en su totalidad el Comité de Participación Ciudadana Municipal. 

Una vez instalado el Comité Coordinador Municipal tendrá un plazo de noventa días para emitir las 

disposiciones relativas a su funcionamiento. 

 
NOVENO. Una vez que entre en vigor la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de 

México y Municipios, se abrogará la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y 

Municipios publicada en el periódico oficial “Gaceta del Gobierno” el 11 de septiembre de 1990. 

 

Los procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley de Responsabilidades 

Administrativas del Estado de México y Municipios, se substanciarán y serán concluidos conforme a 
las disposiciones aplicables vigentes a su inicio. 

 

A la entrada en vigor de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y 
Municipios, en todos los ordenamientos jurídicos donde se haga referencia a la Ley de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, se entenderá por Ley de 

Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios. 
 

Hasta en tanto el Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción, determina los formatos para 

la presentación de las declaraciones patrimonial y de intereses, los servidores públicos estatales y 

municipales, presentarán sus declaraciones en los formatos que, a la entrada en vigor del presente 

Decreto, se utilicen en la Entidad. 
 

DÉCIMO. Los procedimientos administrativos iniciados por el Órgano Superior de Fiscalización del 
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Estado de México, que se encuentren en trámite o pendientes de resolución hasta antes de la entrada 

en vigor del presente Decreto, así como en los que se deriven de las atribuciones de fiscalización y 

revisión hasta la Cuenta Pública del año 2016, se aplicarán las disposiciones de la Ley de Fiscalización 
Superior del Estado de México y de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y 

Municipios vigentes con anterioridad a la entrada en vigor de este Decreto, hasta su conclusión 

definitiva. 

 

Los asuntos relacionados con la revisión y fiscalización de la Cuenta Pública 2017, que deriven en 

procedimientos administrativos, se tramitarán conforme al presente Decreto, la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas y la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México 

y Municipios. 

 

Las atribuciones de fiscalización y revisión para el ejercicio del año en curso y de ejercicios anteriores, 

entrarán en vigor al día siguiente de la publicación del presente Decreto. 
 

El Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México deberá realizar las adecuaciones a su 

estructura orgánica para desarrollar las atribuciones correspondientes a las autoridades investigadoras 

y substanciadoras a que se refieren Ley General de Responsabilidades Administrativas, la Ley de 

Fiscalización Superior del Estado de México y la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado 

de México y Municipios y emitir en un plazo no mayor a ciento ochenta días hábiles contados a partir 
de la entrada en vigor del presente Decreto, las disposiciones necesarias. 

 

DÉCIMO PRIMERO. Los procedimientos penales que se encuentren en trámite, relacionados con las 

modificaciones a los preceptos legales contemplados en el presente Decreto, se resolverán de 

conformidad con las disposiciones que les dieron origen. 
 

DÉCIMO SEGUNDO. Una vez que entren en vigor las disposiciones del presente Decreto, en un término 

no mayor de treinta días hábiles, se deberá designar al Fiscal especializado en combate a la corrupción. 

 

DÉCIMO TERCERO.- A partir de la entrada en vigor del presente Decreto, la Legislatura deberá 

designar o ratificar en un plazo de treinta días hábiles, al Titular del Órgano Interno de Control de la 
Fiscalía General de Justicia, mediante el procedimiento que previamente establezca para ello, de no 

cumplirse en tiempo, se entenderá por ratificado al servidor público en funciones. 

 

En tanto la Legislatura designa o ratifica al Titular del Órgano Interno de Control de la Fiscalía General 

de Justicia, quien se encuentre desempeñando dichas funciones, continuará en el encargo. 
 

DÉCIMO CUARTO. El Tribunal de Justicia Administrativa expedirá su Reglamento Interior dentro de 

los treinta días naturales siguientes a la publicación del presente Decreto. 

 

DÉCIMO QUINTO. Los procedimientos en curso anteriores a la entrada en vigor del presente Decreto, 

se substanciarán conforme a la legislación vigente al momento de su inicio. 
 

DÉCIMO SEXTO. El Gobernador del Estado de México hará los nombramientos de los Magistrados que 

integrarán las salas especializadas en materia de responsabilidades administrativas, así como de la 

Cuarta Sección de la Sala Superior, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la entrada en 

vigor de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, para su 
aprobación por la Legislatura del Estado o la Diputación Permanente, en su caso. 

 

DÉCIMO SÉPTIMO. Los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de 

México que hayan sido nombrados a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto, continuarán 

como Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, exclusivamente por el 

tiempo que hayan sido nombrados. 
 

DÉCIMO OCTAVO. Los servidores públicos del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado 
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de México continuarán laborando en el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, sin 

perjuicio de la antigüedad de sus derechos laborales. 

 
DÉCIMO NOVENO. A la fecha de entrada en vigor de este decreto, todas las menciones que se hagan al 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de México, se entenderán referidas al Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de México. Así mismo, las derogaciones al Código de Procedimientos 

Administrativos del Estado de México, contenidas en el presente decreto, entraran en vigor a partir de 

la vigencia de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México. 

 
VIGÉSIMO. Los servidores públicos que venían ejerciendo cargos administrativos, que se transforman 

conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

México, continuarán desempeñando los mismos cargos hasta que el Pleno del Tribunal acuerde la 

creación de las nuevas unidades administrativas y decida sobre las designaciones específicas. 

 
VIGÉSIMO PRIMERO. Dentro del plazo de un año a partir del inicio de la vigencia de la Ley Orgánica 

del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, deberá instrumentarse el proceso de 

certificación a los servidores públicos obligados, conforme a las disposiciones reglamentarias que 

expida el Pleno de la Sala Superior, pudiendo contar con el apoyo de instituciones docentes afines a la 

actividad jurisdiccional, mediante los convenios de colaboración que para tal efecto se celebren. 

 
VIGÉSIMO SEGUNDO. Dentro de los ciento veinte días siguientes a la entrada en vigor del presente 

Decreto se deberán realizar las adecuaciones normativas correspondiente que permitan la 

implementación del objeto del presente Decreto. 

 

VIGÉSIMO TERCERO. Se derogan todas las disposiciones legales de menor o igual jerarquía que se 
opongan al presente Decreto. 

 

VIGÉSIMO CUARTO. La Legislatura del Estado proveerá los recursos presupuestales necesarios para 

la implementación del presente Decreto, conforme a la suficiencia presupuestal y disposiciones 

jurídicas aplicables. 

 
Lo tendrá entendido el Gobernador del Estado, haciendo que se publique y se cumpla. 

 

Dado en el Palacio del Poder Legislativo, en la ciudad de Toluca de Lerdo, capital del Estado de México, 

a los veintisiete días del mes de mayo del año dos mil diecisiete.- Presidente.- Dip. Aquiles Cortés 

López.- Secretarios.- Dip. María Mercedes Colín Guadarrama.- Dip. Areli Hernández Martínez.- Dip. 
Miguel Ángel Xolalpa Molina.- Rúbricas. 

 

Por tanto, mando se publique, circule, observe y se le dé el debido cumplimiento. 

 

Toluca de Lerdo, Méx., a 30 de mayo de 2017. 

 
EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL 

DEL ESTADO DE MÉXICO 

 

 

DR. ERUVIEL ÁVILA VILLEGAS 
(RÚBRICA). 

 

 

EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO 

 

 
JOSÉ S. MANZUR QUIROGA 

(RÚBRICA). 
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APROBACIÓN:     27 de mayo de 2017. 

 
PROMULGACIÓN:     30 de mayo de 2017. 

 

PUBLICACIÓN:     30 de mayo de 2017. 

 

VIGENCIA: El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente 

de su publicación en el Periódico Oficial “Gaceta del 
Gobierno”, con excepción de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas del Estado de 

México y Municipios y la Ley Orgánica del Tribunal 

de Justicia Administrativa del Estado de México, 

que entrarán en vigor el 19 de julio de 2017. 

http://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2017/may303.pdf

